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bien también es cierto que poco es lo que aporta esta Ley de
clarificacién 'y de  estructuracién  homogénea de las

competencias publicas en la materia (8).

AdemAs, las competencias locales en este tema se ven
también afectadas por la existencia de potestades de
coordinacién de las comunidades auténomas sobre las nismas,
potestades que estan previstas en la practica totalidad de
Estatutos de autonomia, en base a lo dispuesto en el articulo
148.1.22 de la Constitucién (9). La Ley organica de Fuerzas y
Cuerpos de seguridad del Estado concreta en parte el alcanace
que pueden tener estas competencias autonémicas de

coordinacién sobre las policias locales(10), permitiendo sin

(8) Analizando la Ley orgéanica de fuerzas y cuerpas de
seguridad del Estado, Castells Arteche ("El marco normativo
vv") critica repetidamente esta Ley, a la que reprocha el
hecho de no ser capaz de introducir un minimo de orden en la

confusa estructura policial espafiola.

(9) Articulo 148.1.22 de la Constitucién: Las comunidades
autonomas pueden asumir competencilas en materla de "vigilancia
y proteccién de sus edificios e instalaciones. La coordinacién
y demads facultades en relacién con las policias, en los

términos que establezca una Ley organica",

(10 L.HK. Diez-Picazo ("Policia local", pagina 1.439) sostiene
que, en buena légica, las comunidades auténomas no podrian
hacer uso de esta potestad mientras no se regulara por la
legislacion estatal organica, pues se trata de una competencia
autonomica "todavia indefinida". Sin embargo, el mismo autor
subraya seguidamente que fueron varias las comunidades
auténomas que ejercieron esta competencia antes de que la
regulara la Ley orgédnica de fuerzas y cuerpos de seguridad del

Estado.
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lugar a dudas que puedan llegar a condicionar
significativamente las competencias municipales en esta
materia (11). En todo caso, en el ejercicio de esta potestad
de coordinacién, las comunidades auténomas deberan respetar
los limites y requisitos que para la coordinacién de 1la
actividad 1local prevé la Ley reguladora de las bases del
régimen local (especialmente, en su articulo 59,
garantizandose slempre que esta coordinacién no sea en
perjuicio de la autonomia local. Esta necesaria observancia de
los preceptos de la Ley basica de régimen local por parte de
las comunidades auténomas, en el marco de su actividad de
coordinacion sobre las policias locales, es expresanente
exigida por el articulo 39 de la Ley organica de fuerzas y

cuerpos de seguridad del Estado (transcrito en la nota 11).

(11) Articulo 39 de la Ley organica de Fuerzas y Cuerpos de
seguridad del [Estado: “"Corresponde a las Comunidades
Auténoﬁas, de conformidad con la presente Ley y con la de
Bases de régimen local, coordinar la actuacién de las policias
locales en el Ambito territorial de la comunidad, mediante el
ejercicio de las siguientes funclones: a) Establecimiento de
las normas-marco a las que habran de ajustarse los reglamentos
de Policias locales, de conformidad con lo dispuesto en la
presente Ley y en la de Bases de Régimen local. b) Establecer
o propiciar, segin los casos, la homogeneizacién de 1los
distintos Cuerpos de Policias locales, en materia de medios
técnicos para aumentar la eficacia y colaboracién de éstos, de
uniformes y de retribuciones. c¢) Fijar los criterics de
seleccién, formacidén, promocidén y movilidad de las Policias
locales, deterﬁin&ndo los distintos niveles educativos
exigibles para cada categoria, sin que, en ningin caso, el
nivel pueda ser inferior a Graduado escolar. d) Coordinar la
formacién profesional de las Policias locales, mediante 1la
creacién de Escuelas de Formacion de wandos y de Formacién

basica.
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2.- ORDENACION DEL TRAFICO

El articulo 25.2.b) de la Ley reguladora de las Bases
del régimen local establece que los ayuntamientos han de
elercer competencias en materia de "ordenacién del trafico de
vehiculos y personas en las vias urbanas". La legislacién
sectorial que ha de concretar estas competencias ha de ser
estatal, en base a la calificacién de competencia exclusiva
del Estado que tiene el "trafico y circulacién de vehiculos",

segin el articulo 149.1.21 de la Constitucién.

La normativa sectorial vigente es la del Real Decreto
legislativo 339/1.990, de 2 de marzo, que aprueba el texto
articulado de la ley sobre trafico, circulacion de vehiculos a
motor y seguridad vial., 8e atribuye en esta Ley a los
municipios, en relacién con 1las vias que tengan la
calificacién de urbanas (12), 1la plenitud de competencias
administrativas sobre la ordenaclén y el control del trafico

de vehiculos.

Estas competencias municipales incluyen la confeccién
de ordenanzas —que pueden tener como contenido la prevision de
limites especificos de velocidad, 0 el régimen de
estacionamiento, entre otras cuestiones-; la aplicacidén de
determinadas medidas coactivas, como es el caso de la retirada

del vehiculo (13); asi como la imposicién de sanciones,

(12) Por regla general, se excluye de la autoridad local el

control de la circulacién de trafico en las travesias.

(13) Articulo 7 del texto articulado sobre Seguridad Vial: “"Se
atribuyen a los municipios, en el ambito de esta ley, las
siguientes competencias: a) La ordenacién y el control del

trafico en las vias urbanas de su titularidad, asi como .../..
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potestad ésta que corresponde al alcalde, con sujecién a unos

limites maximos de cuantia, considerablemente generosos.

Bi dejamos de lado lo discutible que puede ser el
criterio de excluir virtualmente del campo de accién de las
competencias municipales la ordenacién y control de las
travesias, por lo demds este Decreto legislativo satisface
plenamente las previsiones de la ley basica de régimen local,
en la medida que garantiza una plenitud de competencias
administrativas en el control del trafico de las vias urbanas.
En consecuencia, las posibles limitaciones que existan para el
ejercicio efectivo de esta competencia municipal, no
provendran tanto de una limitacién competencial por parte de
otras administraciones piblicas, como del necesario respeto a

los derechos y libertades particulares implicados.

oo/ su vigilancia por medio de agentes proplios, 1la
denuncia de las infracciones que se cometan en dichas vias y
la sancion de las mismas cuando no esté expresamente atribuida
a otra administracién. b) La regulacién, mediante disposicién
de caracter general, de los usos de las vias urbanas, haciendo
compatible la equitativa distribucién de los aparcamientos
entre todos los usuarios, con la necesaria fluldez del trafico
rodado y con el uso peatonal de las calles., ¢) La retirada de
los vehiculos de las vias urbanas y el posterior depésito de
aquéllos y de los retirados de las vias interurbanas en los
casos y condiciones que reglamentariamente se determine,
cuando obstaculicen o dificulten la circulacién o supongan un
peligro para ésta. d) La autorizacién de pruebas deportivas
cuando discurran integra y exclusivamente por el casco urbano,
exceptuadas las travesias. e) La realizacién de las pruebas a
que alude el apartado o) del articulo quinto (alcoholemia y
similares), de acuerdo con 1o que reglamentariamente se
establezca, f) El clerre de las vias urbapas, cuando sea

necesario®,
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3.- PROTECCION CIVIL

Segin el articulo 25.2.¢) de la Ley reguladora de las
Bases del régimen local, 1los municipios han de ejercer
competencias en materia de proteccién civil, sector cuya
regulacién asume el Estado, ‘"por cuanto constituye una
competencia de proteccién de personas y blenes integrada en el
4rea de la seguridad piblica" (Exposicién de Hotivos de la Ley

2/1,985, de 21 de enero, de Proteccidén civil).

La citada Ley prevé que los ayuntamlentos y demas
entidades locales t{ienen plenitud de competencias para
promaover ¥y ejecutar actuaciones de caricter preventivo, asi
como para imponer sanciones, en el marco de los limites
maximos fijados por la Ley (14). Asimismo, las autoridades
locales también pueden, en situvaciones de riesgo grave,
catéstrofe o calamidad, wmovilizar los servicios y medios
necesarios, si no es posible comunicar con el gobernador
civil, para que sea éste quien 1lo disponga (articulo

trigésimo),

(14) Articulo 19.5 de la Ley de Proteccidén civil: “"La potestad
sancionadora de las infracciones que se cometan contra la
dispuesto en la presente Ley se ejercerad, dentro de sus
correspondientes ambitos de competencia, por los érganos de
goblerno de los municipios, hasta 1,000,000 pesetas; por los
érganos de gobierno de las entidades supramunicipales,
insulares y provinciales, hasta 5,000,000 pesetas; por los
érganos de gobierno de las comunidades auténomas, hasta
10.000.000 pesetas; por el Ministro del interior, hasta
25,000,000 pesetas y por el Consejo de HMinistros, hasta
100.000. 000 pesetas".
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Finalmente, el articulo 10 de esta misma ley prevé que
las entidades locales puedan aprobar sus respectivos planes de
proteccién civil, si bien se requiere su homologacién por
parte de la Comisién de proteccién civil de la comunidad
auténoma correspondiente, Si bien esta homologacién tiene por
abjeto Unicamente comprobar que los planes locales se acomodan
a la norma basica -se trata, por lo tanto, de una suerte de
control de legalidad-, y en 1la comisién autonémica de
protecciéon civil hay represeantacién local (15), elle no
obstante, la previsién de este control administrativo resulta
poco coherente con la légica de radical judicializacién de los
controles que hay en la Ley reguladora de las Bases del
régimen local, y contribuye a Justificar las criticas de
centralismo que ha merecido esta Ley por parte de algunos

autores (16).

En cualquier caso, también es cierto que, con la
definiciéon de las competencias aludidas, la Ley de proteccién
civil cumple los requisitos exigidos por el articulo 25.2 de
la ley basica de régimen local, de garantizar competencias

municipales en esta materia.

(15) Begin el articulo 18 de la Ley de Proteccién civil, las
Comisiones de proteccién civil de las comunidades auténomas
han de  estar formadas  por  representantes de las
administraciones estatal, autonémica y local., En Catalufia, el
Decreto 152/1.987, de 9 de abril, que crea la Comisién de
Proteccién civil de Catalufia, establece que estard formada por
diez representantes de la Generalitat, «cinco de Ila
administracién del Estado, cinco de la administracién local y

cuatro técnicos.
(16> En este sentido, Castells Arteche ("El marco normativo

...", paginas 223 y 224), y demads autores citados por el

mismo, en esas mismas paginas.
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4.~ URBANISHO

Se trata de uno de los sectores de actividad municipal
por excelencia, en relacién con el cual el articulo 25.2.4) de
la Ley reguladora de las Bases del régimen local dispone que
los ayuntamientos han de ostentar competencias en materia de
ordenacién, gestién, ejecucidén y disciplina urbanistica (17).
En todo caso, mas allda de este enunciado general, las
competencias locales en la materia se habran de concretar en
la legislacidén sectorial, legislacién no siempre facil de
identificar, habida cuenta de la notable concurrencia de
titulos competenciales sobre el territorio, que hace que no
obstante ser el urbanismo una competencia autonémica, asumida
en calidad de exclusiva por la préactica totalidad de estatutos
de autonomia, el Estado dispone a su vez de diversos titulos
competenciales que le dan base para incidir de forma

significativa en su regulacién (18).

(17) Para un andlisis global y reciente de. este sector, me
remito a las colaboraciones de BSantiago Mufioz Machado ("El
planeamiento urbanistico"), Jesis Gonzdlez Salinas ("Régimen
juridico de la propiedad del suelo"), Francisco Perales
Maduefio ("La ejecucién del planeamiento") y Luciano Parejo
Alfonso ("lLa disciplina urbanistica"), todas ellas incluidas
en el volumen segundo del "Tratado de derecho municipal",

dirigido por Santiago Mufioz Machado.

(18) Carles Pareja dedica un Amplio capitulo de su libro "El
régimen del suelo no urbanizable" precisamente al tema de la
concurrencia de titulos .competenciales sobre el territorio.
Segun este autor, al lado de la . competencia generalmente
autonémica sobre urbanismo, "de conformidad con el articulo

149.1 de la propia Constitucién, se inscriben en la .....7....
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Por 1o tanto, si bien la distribucién constitucional y
estatutaria de las competencias en materia de urbanismo nos
lleva a suponer que la regulacién de este sector corresponde a
la legislacion autonémica, son varias, sin embargo, las leyes

estatales promulgadas en los dltimos afios que inciden sobre el

/... brbita competencial propia del Estado wmaterias como
los ferrocarriles y transporites terrestres, asi como las obras
piblicas de interés general o que afecten al territorio de més
de una comunidad auténoma <(articulo 149.1.21 y 245, 1los
recursos y aprovechamientos hidraulicos que discurran asimismo
por mas de una comunidad auténoma (parrafo 22), la legislacién
bésica sobre proteccién del medio ambiente (parrafo 23) o las
bases del régimen minero y energético (parrafo 25)., Hay que
tener presente asimismo la caracterizacién como dominio
piblico estatal de las playas y la zona maritimo-terrestre
(articulo 182.2 de la Constitucién)® (paginas 179 y 180,
ademas, naturalmente, de las limitaciones que para la
normativa urbanistica puedan derivarse de la regulacién que
haga el Estado del contenido béslico del derecho de propledad
(analiza esta Gltima custiéen Marti Bassols, en "lLegislacién
urbanistica de las comunidades auténomas y derecho de
propiedad"). También Santiago Mufioz Hachado, en una
conferencia pronunciada en Barcelona el 17 de marzo de 1.989
sobre los "Problemas actuales del derecho urbanistico y de la
ordenacién territorial", pone de relieve la concurrencia de
competencias sectoriales del Estado con la urbanistica de las
comunidades auténomas, lo que provoca una conflictividad
juridica que el derecho urbanistico no ha resuelto. También se
refieren a este fenomeno Antonio Carceller ("Urbanisme i
ordenacié del territori", paginas 514 a 516) y Luciano Parejo
("La organizacidén administrativa de 1la ordenacién del

territorio™).
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régimen sustantivo del urbanismo y sobre las competencias
logales en materia de ordenacién, gestidén, ejecucién y
disciplina urbanistica. Y es que, con independencia de las
competencias formales sobre la materia "urbanismo", en
realidad, como sostiene ARGULLOL, "puesto que las decisiones
urbanisticas tienen una dimensién territorial significativa,
exigen la confluencia de la accién de todas las
administraciones pablicas, porque sino, =i bien podenos
afirmar formalmente la preponderancia de una de ellas, nos
encontramos con grietas por la via de la accién sectorial
(19,

Como resultado de este fendmeno comentado en los
parrafos anterioresado, ademids de algunas normas cuyo objeto
directo es el urbanismo (el Decreto-lLey 16/1.981, de 16 de
octubre, de adaptacién de planes generales de ordenacidn
urbana y la Ley 8/1.990, de 25 de julio, sobre reforma del
régimen urbanistico y valoraciones del suelo), el Estado ha
promulgado en los Gltimos afios diversas leyes que, aunque de
forma indirecta, +tilenen una gran incidencia sobre esta
materia; es el caso de las leyes de Costas y de Cafreteras,
ambas de 1.988, aparte de las referidas al patrimonio
histérico-artistico y a la proteccién de espacios naturales,

que se tratan en los apartados correspondientes,

Tenemos en primer lugar el Real Decreto-Ley 16/1.981,
de 16 de octubre, de adaptacién de planes generales de
ordenacién urbana, que amplia parcialmente las competencias

municipales en esta materia, en el caso de las ciudades

(19> Cita tomada de 1la tramscripcién de una conferencia
dictada por este autor en Barcelona, el dia 16 de diciembre de

1.988, sobre "Planeamiento y gestién urbanistica®.
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medianas y grandes (20). No esta nada claro, sin embargo,
hasta qué punto estos preceptos son de plena aplicacién en
todo el Estado. Frente a los autores que dan una respuesta mas
o menos afirmativa a esta cuestiéon (21), nos encontramos con

que, al menos en el caso de Catalufia, como veremos en el

(20) Articulo % del Real Decreto-Ley 16/1.981: "1, Los
ayuntamientos de capitales de provincia y ciudades de mas de
cincuenta mil habitantes seran competentes para la aprobacién
definitiva de planes parciales y de planes especiales que
desarrollen y se ajusten a las determinaciones del plan
general. A este efecto, una vez otorgada la aprobacidn
provisional, el Plan se sometera a informe no vinculante de la
Comisién provincial de urbanismo correspondiente, informe que
se entendera favorable si no se emite en el plazo de un mes
desde la recepcién del expediente completo por el citado
organismo. Esta competencia municipal de aprobacién definitiva
se entiende sin perjuicio de la subrogacién de la Comisién
provincial de urbanismo, en los términos que establece el
articulo siguiente. 2. Los ayuntamientos serén competentes, en
todo caso, para aprobar los instrumentos de reparcelacién y
compensacién, aunque existan bienes municipales., 3. La
aprobacién definitiva de 1los proyectos de urbanizacién
corresponderd a la administracién urbanistica actuante que

hubiese otorgado la aprobacién inicial".

(21> Asi, Higuel HMNontoro ("Competencia de las entidades
locales en materia de ordenaciéon del territorio", paginas
2.224 a 2.227), al comentar el Real Decreto-Ley 16/1.981, pone
de relieve la ampliacién de competencilas municipales que esta
norma comporta, y estima que esta ampliacién de competencias
es de aplicacién a todas las comunidades auténomas, al menos
mientras no aprueben, en su caso, una regulacién diferente,
También, como veremos en el apartado segundo del Jaltimo

capitulo de esta tesis, Carles Pareja sostiene la ...../.....
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apartado segundo del Gltimo capitulo del presente estudio, la
consolidacién por el Estatuto de autonomia de las
transferencias preautonémicas en materia de urbanismo, ha
llevado a negar la aplicacién de la ampliacién de competencias

municipales prevista en el Real Decreto-Ley 16/1.981.

Dejando aparte la polémica sobre el Aambito territorial
en que es de aplicacién, lo cierto es que el Real Decreto-Ley
que comentamos opera una significativa ampliacién de las
competencias urbanisticas municipales, sintonizando de este
modo con los planteamientos de autonomia local de la
Constitucién y, méas adelante, con la supresion de controles
administrativos dispuesta por la Ley reguladora de las bases

del regimen local (22),

Tenemos, en segundo lugar, la Ley 8/1.990, de 25 de

julio, sobre reforma del régimen urbanistico y valoraciones

vvo/... aplicacién de este Real Decreto-Ley en Catalufia.

(22) De hecho, una interpretacién generosa del principio de
autonomia local, podria llevarnos a rechazar cualquier control
administrativo ulterior a la aprobacién por el ayuntamiento de
los planes urbanisticos, y no sdélo los parciales, sino también
los generales. En este sentido, Eliseo Aja, en un dictamen
emitido en 1,988 defiende la inconstitucionalidad del articulo
41 de la Ley del Suelo, al sostener que del principio de
autonomia local se deriva necesariamente la potestad municipal
de aprobar su planeamiento urbanistico, sin la ulterior
aprobacién autondmica., La verdad, considero que en los planes
urbanisticos, especialmente los generales, concurren intereses
que trascienden émpliamente‘ el - Ambito municipal, y que

Jjustifican este tréamite de ulterior aprobacién autondémica.
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del suelo, Se trata de una Ley de gran trascendencia en
relacién con el régimen juridico de la propiedad del suelo y
con la valoracién econémica de la misma, pero que no introduce
alteraciones al sistema de competencias locales en materia de

urbanismo (23).

(23) 8i que afecta, y de forma significativa, las competencias
autonémicas, pues, segin su disposicién final primera, buena
parte de sus preceptos son bésicos, y otros muchos de
aplicacién directa en todo el Estado. Si bien el propio
legislador es consciente de que este hecho puede resultar
contradictorio con la titularidad de competencias autondémicas
en la materia (leemos en su exposicién de motivos: "la
delimitacién constitucional de competencias parece impedir que
el Estado apruebe una nueva Ley sobre régimen del suelo y
ordenacién urbana con el mismo o similar contenido al del
texto refundido actualmente vigente, con pretensién de
aplicacién plena, ya que su regulacién supondria una
manifiesta invasién de las competencias autondémicas en materia
de ordenacién del territorio y urbanismo"), sostiene sin
embargo la legitimidad de esta legislacién en la competencia
estatal derivada del articulo 149.1.8, 13, 18 y 23 de la
Constitucién, y en base a la cual esta Ley pretenderia
modificar "el régimen hasta ahora vigente sobre los derechos y
deberes de los propletarios del suelo afectado por el proceso
de urbanizacién y edificacién, =1 bien no en su totalidad,
sino limitandose a la fijacién de las condiclones basicas que
aseguran la igualdad de todos los espafinles en el ejerciclo de
los mencionados derechos y deberes, al tiempo que se delimita,
con el mismo cardcter Dbasico, la funcién social de la
propiedad" (Exposicién de motivos de la Ley 8/1.990). Tanto
por su contenido sustantivo, como por la afectacién de las
competencias autonémicas en la materia, es evidente que esta
Ley sera objeto de viva polémica doctrinal. De hecho, ya ha

empezado., Una de las primeras valoraciones piblicas de .../...
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Al mArgen de estas leyes de cardcter urbanistico recién
comentadas, y como ya se bha apuntado al comenzar este
apartado, el ©Estado dispone de ‘titulos competenciales
sectoriales que le permiten incidir de forma relevante en el
urbanismo y, en general, en la regulacién de las competencias
publicas en el territorio. Uno de estos titulos es el articulo
1832.2 de la Comnstitucién, que atribuye al dominio publico
estatal las playas y la zona maritimo-terrestre. En base a
este titulo sobre el dominio, el Estado ha promulgado su
legislacion de  costas, que afecta las competencias

urbanisticas (24).

vo/v.. la misma ha sido realizada por Eduardo Garcia de
Enterria, en una conferencia dictada en Barcelona el 22 de
junio de 1.990, sobre "Problemas actuales del urbanismo"; en
relacién con el tema de las competencias autondémicas, este
autor apunté la probable inconstitucionalidad de aquellos
preceptos de la referida Ley que responden a una pretendida
titularidad exclusiva del Estado para regular el contenido del
derecho de propledad; segin Garcia de Enterria, esta
pretension del legislador estatal no tiene base constitucional
suficiente, y el mismo Tribunal Constitucional, en su
sentencia 37/1,987, de 26 de marzo, sobre la Ley andaluza de
reforma agraria, sostiene que el contenido del derecho de
propiedad puede ser regulado desde muchas perspectivas, y por

distintos legisladores,

(24> Analizan la relevancia que tlene la legislacién de costas
sobre el urbanismo José Luis Heilan ("Comunidades auténomas y
dominio piblico maritimo-terrestre. El proyecto de Ley de
costas"), Angel Ortega ("Implicaclones urbanisticas de la Ley
de costas"), Maria Teresa Poveda ("La Ley de Costas de 28 de
julio de 1.988 y la planificaclén territorial y urbanistica")

y, en parte, Tomas Pou Viver ("Ordenacién del litoral™).
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La Ley de Costas de 1.988 (25), aparte de definir
algunas competencias u obligaciones municipales de carécter

mas bien marginal (26), subordina a la administracién del

(256) Con anterioridad (10 de marzo de 1.980) se habia
promulgado la Ley sobre protecciéon de las Costas espafiaclas,
que modificaba parcialmente, con el objeto de proteger el
dominio pablico maritimo, la Ley de Costas de 1,969, Con esta
finalidad, la Ley de marzo de 1,980 tipifica un conjunto de
infracciones posibles, y las respectivas sanciones, regulando
asimismo un procedimiento sancionador. En priacipio, todas las
competencias  sanclonadoras son  atribuidas a  érganos,
periféricos o centrales, de la administracién del Estado. Por
lo que se refiere a las entidades locales, la dnica referencia
la encontramos en la disposicién adicioral segunda, que
establece que "“los alcaldes podran imponer sanciones de hasta
25,000 pesetas, dentro del ambito de las competencias que les
atribuyan las leyes". Este Ambito viene definido por el
articulo 17 de la Ley de Costas de 1.969, y se concreta
fundamentalmente en la limpieza y policia de moralidad (sic) e
higiene y salubridad, aparte de la explotacién de servicios

que no requieran instalaciones fijas.

(26> Articulo 115 de la Ley de Costas: "Las competencias
municipales, en los términos previstos por la legislacioén que
dicten 1las comunidades auténomas, podran abarcar los
siguientes extremos: a) Informar los deslindes de dominio
piblico maritimo-terrestre. b) Informar las solicitudes de
reservas, adscripciones, autorizaciones y concesiones para la
ocupacién y aprovechamiento del dominio pablico maritimo-
terrestre. ¢) Explotar, en su caso, leos servicios de temporada
que puedan establecerse en las playas por cualquiera de las
formas de gestién directa o indirecta previstas en la
legislacién de régimen local. d) Mantener las playas y lugares

paiblicos de bafio en las debidas condiciones de ...... Fovinns

- 690 -



Estado el ejercicio de parte importante de las competencias
municipales en materia de urbanismo. En efecto, en primer
lugar, la Ley fija una zona de servidumbre de proteccién del
dominio péblico maritimo de cien metros, en la cual todo uso
permitido estd sujeto a autorizacién de la administracién del
Estado (articulo 26). Asimismo, se atribuyen competencias a la
administracién del Estado para emitir dictdmenes vinculantes
en los supuesios de "planes y normas de ordenacién territorial
0 urbanistica® y de "planes y autorizaciones de vertidos" al
mar, entre otros (articulo 112). Ademids, el articulo 117
establece, en términos generales, que en la tramitacién de
todo plan que ordene el litoral, se ha de consultar al Estado,
y 81 el informe de éste no es favorable, "se abrird un periodo

de consultas, a fin de llegar a un acuerda" (27).

ver/ov. limpieza, higiene y salubridad, asi como vigilar la
observancia de las normas e instrucciones dictadas por la
administracién del Estado sobre salvamento y seguridad de las

vidas humanas".

(27) En un dictamen conjunto sobre esta Ley, Fernando Loépez
Ramén y Joaquin Tornos sefialan que la prevision de estos
informes vinculantes significa la introduccién de controles de
oportunidad al margen del sistema general de controles sobre
la actividad local regulado por la Ley basica, lo cual podria
resultar inconstitucional al vulnerar um aspecto crucial de la
garantia institucional de la autonomia local, tal como es
definida por una Ley, la reguladora de las bases del régimen
local, que forma parte del Dblogque de constitucionalidad.
Tamblén Haria Teresa Poveda analiza la funcién y la naturaleza
Juridica de los informes vinculantes previstos por la lLey de
Costas, sin llegar a pronuncilarse acerca de su eventual

inconstitucionalidad ("La Ley de Costas de ...", citado).
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Finalmente, el articulo 118 prevé que la administracién
del Estado pueda coordinar la actividad de la administracién
local, usando a tal fin la técnica prevista en el articulo 59
de la Ley reguladora de las Bases del régimen local. Sin
embargo, las potestades de coordinacién que atribuye al Estado
este precepto estan enunciadas con una gran vaguedad (28),
incumpliendo ostensiblemente los limites establecidos a la
coordinacién por la ley basica de régimen local, hasta el
punto que este precepto de la Ley de Costas que venimos
comentando, podria resultar de dudosa constitucionalidad, por

vulneracién del principio de autonomia local (29).

(28) Articulo 118 de la Ley de Costas: "A fin de asegurar la
coherencia de la actuacion de las administraciones piblicas en
la zona litoral, se atribuye a la administracién del Estado la
facultad de coordinar la actividad de la administracién local
implicada, en los +términos del articulo 59 de la Ley

reguladora de las Bases del régimen local".

(29) Asi lo sefiala el Consell Consultiu de la Generalitat, que
en su Dictamen de 27 de septiembre de 1.988, fundamento
octavo, indica que "la coordinacién de que trata el articulo
59 de la Ley reguladora de las Bases del régimen local
establece unos condicionamientos que han de ser regulados por
Ley, ¥ que no estan presentes en el articulo 118. Entendemos
que una atribucién al Estado como ésta deberia respetar los
requisitos establecidos en la Ley reguladora de las Bases del
régimen local, especialmente en aquellos aspectos de
procedimiento que son dictados para garantizar la autonomia
local, reflejados, principalmente, en el apartado segundo del
articulo 59: ... Como que es evidente que el articulo 118 no
cumple estas condiciones, coreemos’ que no respeta la autonomia
local, y que este precepto es inconstitucional®. También
aprecian éste u otros motivos de inconstitucionalidad en la

Ley de Costas, relacionados con el principio de ..... Fovenin

- 692 -



En resumidas cuentas, las competencias municipales en
materia de urbanismo resultan significativamente limitadas por
la legislaclén de Costas, en la medida que su ejercicio afecte
el dominio maritimo. En la lLey de Costas, ademis, vemos como
el legislador sectorial del Estado introduce, con la figura de
los informes vinculantes nuevas +técnicas de control de
oportunidad sobre los actos locales y usa en un sentido muy
restrictivo para la autonomia local la institucién de 1la
coordinacién prevista en la legislacién basica, hasta el punto
de cuestionarse la garantia institucional de la autonomia

local, tal como la configura la Ley 7/1.985,

También en materia de carreteras la Ley 25/1.988, de 29
de julio, atribuye a la administracidén del Estado facultades
que resultan limitativas para las competencias urbanisticas de
los ayuntamientos. Por una parte, la necesidad de asegurar la
coherencia entre 1los trazados de las carreteras y el
planeamiento urbanistico, le sirve de justificacién a la Ley
para atribuir a la administracién del Estado competenclas para
forzar la adaptacién del plancamiento urbanistico a sus
prayectos de trazado de carreteras, sl bien garantizando que
los entes locales dispongan de un tramite de audiencia o

informe para manifestar su posicién al respecto (30). También

oo/, autonomia local, diversos autores; es ‘el caso de
Fernando Lépez Ramén y Joaquin Tornos, en un dictamen conjunto
sobre esta Ley; también José Luls HMeildn ("Comunidades
autonomas y dominio piblico ...") comsidera que esta Ley (que
analiza en su fase de proyecto) atenta contra el priacipio de
autonomia local, al igual que Oriol Sagarra ("Informe sobre la
constitucionalitat de la Llel 22/1.988, de 28 de juliol, de

Costes®),

(30) Articulo 10 de la Ley de Carreteras: "1. Cuando se trate

de construir carreteras o variantes no incluidas en el .../...
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se atribuyen al Ministerio de obras pablicas y urbanismo
potestades para introducir limitaciones generales en la

edificabilidad de determinadas zonas 31y,

Por otra parte, la Ley define zonas de servidumbre y
afeccién a ambos lados de las carreteras, en las cuales
cualquier obra, asi como otros diversos tipos de usos, han de

ser autorizados por el Ministerio de obras piblicas,

voo/vo. plansamiento urbanistico vigente de los nacleos de
poblacion a los que afecten, el Ministerio de obras piblicas y
urbanismo debera remitir el estudio informativo
correspondiente a las comunidades auténomas y corporaciones
locales afectadas ... En caso de disconformidad, que
necesariamente habrd de ser motivada, el expediente sera
elevado al Consejo de MNinistros, que decidird si procede
ejecutar el proyecto ... 2. Acordada la redaccién, revisidén o
modificacion de un instrumento de planeamiento urbanistico que
afecte a carreteras estatales, el 6rgano competente para
otorgar su aprobacién inicial deberd enviar, con anterioridad
a dicha aprobacién, el contenideo de proyecto al Hinisterio de
obras pablicas y urbanismo, para que emita, en el plazo de un
mes, y con caracter vinculante, informe comprensivo de las
sugerencias que estime conveniente. S5i transcurrido dicho
plazo y un mes mAs no se hubiera evacuado el informe citado
por el referido Departamento, se entenderd su conformidad con

el mismo®,

(31 Articulo 25 de la Ley de Carreteras: "“3... El Ministerio
de obras pablicas, previo informe de las comunidades auténomas
y entidades locales afectadas, podré&, por razones geograficas
0 socloeconémicas, fijar una linea limite de edificacién
inferior a la establecida con caracter general, aplicable a
determinadas carreteras estatales en 2onas o0 comarcas

perfectamente delimitadas",
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afladiéndose, pues, en estos casos, este requisito a la
licencia municipal (articulos 22 y 23 de 1la Ley de
Carreteras), licencia que, por otra parte, no es exigible para

las obras de construcciéon y reparacién de carreteras (32).

En el caso de travesias y redes arteriales, se reconoce
a los ayuntamientos una mayor intervencién en la concesién de
autorizaciones de obras en las zonas de dominio, servidumbre y
afeccién, si bien con un clerto control por parte del

Hinisterio de obras pablicas (33).

(32) Articulo 12 de la Ley de Carreteras: "Las obras de
construccién, reparacién o conservacién de carreteras
estatales por constituir obras publicas de interés general, no
estan sometidas a los actos de control preventivo municipal a
que se refiere el articulo 84.1.b) de la Ley reguladora de las

Bases del régimen local".

(33) Articulo 39 de la Ley de Carreteras: "1. El otorgamiento
de autorizaciones para realizar obras o actividades, no
ejecutadas por el Ministerio de obras piblicas, en la zona de
dominio pablico de los tramos urbanos corresponde a los
ayuntamientos, previo informe vinculante de dicho departamento
ministerial, que habra de versar sobre aspectos relativos a
disposiciones de la presente Ley", En las zonas de servidumbre
y afeccién de los tramos urbanos, sélo hace falta informe del
Ministerio si no hay aprobado planeamiento urbanistico. En las
zonas de servidumbre y afeccién de las travesias, las
autorizaciones las conceden los ayuntamientos (apartados 2 y 3

de este mismo articulo),
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5.- PATRINONIO HISTORICG-ARTISTICO

El articulo 25.2.e) de la Ley reguladora de las Bases
del régimen local establece que los municipios han de tener
competencias en materia de patrimonio histérico-artistico. La
regulacién de  estas competencias  dependerd de @ las
legislaciones central y autonémica, en la medida que el Estado
tiene competencias exclusivas para la "defensa del patrimonio
cultural, artistico y monumental espafiol contra la exportacién
y la expoliacién" <(articulo 149.1.28 de la Constitucidén), y
las comunidades auténomas pueden tener competencias en materia
de ‘“patrimonio monumental de interés de la comunidad

autoéonoma® .

En 1.985 se promulgé la Ley del patrimonio histérico
espafiol (Ley 13/1.985, de 25 de junio), que establece que los
ayuntamientos han de cooperar con los organismos competentes,
para la conservacién y custodia del patrimonio histérico-

artistico (34). Se define, por lo tanto, para los

(34) Hay que tener en cuenta que el objeto de esta Ley es
bastante mAs amplio que la estricta regulacién de la materia
definida como de la competencia exclusiva del Estado por el
articulo 149.1.28 de la Constitucién, entrando a regular
cuestiones que, en base a algunos Estatutos (éste es el caso
del de Catalufia), son competencia autonémica (Hay un andlisis
sobre hasta qué punto esta Ley invade competencias de la
Generalidad de Catalufia en el estudio de MNercé Curull,
"Patrimoni cultural®, paginas 461 y siguientes). El Tribunal
Constitucional +tilene pendiente resolver el correspondiente
conflicto de competencias. Begun el articulo 7 de la Ley del
patrimonio histérico espafiol, “"Los ayuntamientos cooperaran

con los organismos competentes para la ejecucién ...../.....
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municipios un papel de una cierta subordinacién en relacién
con la administracién del Estado, y se les sefialan algunas

obligaciones o cargas (35).

Son de destacar, en este sentido, las previsiones del
articulo 20, que obliga a los municipios que tengan alguna
area afectada por la declaracién de conjunto histérico, sitio
histérico o zona arqueolégica, como bien de interés cultural,
a redactar un Plan especial de proteccién del Aarea, que
requiere para su aprobacién el ianforme favorable de 1la

administracién autonémica o estatal competente (36),

v/ de esta Ley en la coaservacién y custodia del
Patrimonic histérico espafiol comprendido ean su término
municipal, adoptando las medidas oportunas para evitar su
deterioro, pérdida o  destruccida, Notificaran a la
administracion  competente cualquier  amenaza, dafio o
perturbacién de su funcién social que tales bienes sufran, asi
como las dificultades y necesidades que tengan para el cuidado
de estos bienes, Ejerceran asimismo las demids funciones que

tengan expresamente atribulidas en virtud de esta Ley".

(35) Hay un breve andlisis de las medidas de proteccién del
patrimonio, incluidas las cargas que por este motivo han de
asunmir los ayuntamientos, en el estudio de Margarita Beladiez,
"Régimen especial de . proteccién de los inmuebles del

patrimonio histérico espafiol", paglnas 2.068 y siguientes.

(36) Mientras no se apruebe este Plan, las licencias
urbanisticas en 1la zona han de ser aprobadas por la
administracién estatal o autonémica competente en materia de
proteccién del patrimonio; una 'vez aprobado el Plan, las

licencias las concede el ayuntamiento, informando ..../....
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Asimismo, constituye una evidente carga para los
ayuntamientos la previsién del articulo 69.3 de la Ley del
patrimonio, que establece que los inmuebles declarados de
interés cultural quedan exentos del pago de los impuestos
municipales, si concurren determinadas circunstancias (37),
especificéndose, ademds, en el apartado cuarto de este mismo
articulo, que "en ningin caso procederd la compensacién can
cargo a los Presupuestos generales del Estado en favor de los

ayuntamientos interesados" (38).

En todo caso, no parece que las previsiones de esta Ley
contradigan en absoluto las de la Ley reguladora de las bases
del régimen local; de hecho, la vigente Ley del patrimonio

histérico espafiol da cumplimiento a las previsiones del

VAR inmediatamente a la adninistracién estatal u)

autondémica competente (articulo 207,

(37) Articulo 69.3 de la Ley del patrimonio historico espafiol:
"En los términos que establezcan las ordenanzas municipales,
los bienes inmuebles declarados de interés cultural, quedaran
exentos del pago de los restantes impuestos locales que graven
la propiedad o se exijan por su disfrute o transmisién, cuando
sus propietarios o titulares de derechos reales hayan
emprendido o realizado a su cargo obras de conservacién,

mejora o rehabilitacién en dichos inmuebles®.

(38) Habra que entender, en todo caso, que este precepto queda
modificado por el articulo 9.2 de la vigente Ley reguladora de
las Haciendas locales ("lLas leyes por las que se establezcan
beneficios  fiscales en materia de tributos locales
determinaran las férmulas de compensacién que procedan"). Por
lo tanto, esta exemcién deberéd ser compensada debidamente por
el Estado,
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articulo 25 de la Ley basica, en el sentido de definir, en su
calidad de Ley sectorial, competencias municipales en la
materia, El caracter oneroso de estas competencias no impide
considerarlas plenamente adaptadas a la legislacién de régimen

local y al marco constitucional.
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6.~ PROTECCION DEL EEDIO AMBIENTE

El articulo 25.1.f) de la Ley reguladora de las Bases
del régimen local dispone que los municipios han de tener
competencias en materia de proteccién del medio ambiente. La
concrecion de estas competencias locales puede provenir tanto
de la legislacién sectorial del Estado, promulgada en base al
articulo 149.1.23 de 1la Constitucién, que define de la
exclusiva competencia del Estado el dictar la "legislacién
basica sobre proteccién del medio ambiente", y sobre "montes,
aprovechamientos forestales y vias pecuarias', como de la
legislacién autonémica, en la medida que las comunidades
autonomas asuman competencias de desarrollo de 1las bases
estatales, o para ‘“establecer normas adicionales de
proteccisen” {(articulo 149.1.23 de la Constitucién). También
hay que tener en cuenta que desde el urbanismo se puede
incidir de forma relevante en la regulacidén del medio

ambiente, y viceversa (39),

Desde la promulgacién de la Ley reguladora de las Bases
del régimen local, el Estado ha promulgado tres normas con
rango de ley, que tienen por objeto la regulacién de diversos

aspectos relacionados con el medio ambiente,

(39) Véase en este sentido a J.L. Gonzdlez Berenguer, "El
medio ambiente. Un condicionante del planeamiento urbanistico,
deficientemente regulado®, asi como el analisis que hace
Carles Pareja de la concurrencia de titulos competenciales
sobre el territorio, tal como ae'ha referido en la anterior

nota 17.
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Esta, en primer lugar, la Ley 20/1.986, de 14 de mayo,
basica de residuos téxicos y peligrosos (40), que en ninguno
de sus preceptos define competencias locales, refiriéndose en
todo momento a la “"administracién competente", sin concretar
practicamente en ningin casoc (41) cudl es ésta. Puede
afirmarse, en consecuencia, que esta Ley incumple las
previsiones del articulo 2, en relacién con el 25.2, de la Ley
reguladora de las Bases del régimen local, en el sentido que
las leyes basicas del Estado han de definir competencias
locales, especialmente en aquellas materias que la propia ley

bésica de régimen local coasidera que son del interés local.

En segundo 41ugar, el Real Decreto legislativo
1,163/1.986, de 138 de junio, que modifica la Ley de 19 de

noviembre de 1,975, sobre desechos y residuos sélidos urbanos,

(40> Articulo primero de la Ley 20/1.986, badsica de residuos
toxicos y peligrosos: "1. La presente Ley tiemne por objeto
establecer el régimen juridico basico necesario para que en la
produccién y gestiéon de residuos taxicos y peligrosos se
garantice la proteccién de la salud humana, la defensa del

medio ambiente y la preservacién de los recursos naturales®.

(41> Tal sblo el articulo 11 define la competencia estatal
siguiente: "1, La Administracién del Estado, de acuerdo con
las previsiones suminisiradas por las Comunidades Auténomas,
formulard un Plan Nacional de Residuos Téxicos y Peligrosos,
con validez para todo el territoric nacional, con objeto de
racionalizar, coordinar y optimizar la gestién de los residuos
a que se refiere esta Ley. El citado Plan incluira objetivos
especificos, programas y acciones a desarrollar, contenidos
ninimos y medios de financiaciém, asi como el procedimiento de

revisién del mismo".
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con el objeto de adaptarla a la normativa comunitaria. Esta
norma define un modelo de relaciones entre Estado, comunidades
auténomas y entidades locales (articulo 11), segin el cual las
administraciones estatal y avtondémica deben elaborar sendos
planes de gestion de residuos en su ambito territorial, y los
ayuntamientos deben informarles anualmente sobre su produccién
y gestién de residuos, y las condiciones de su tratamiento y

eliminacidn,

Asimismo, este Decreto legislativo también insiste en
la conveniencia de constituir mancomunidades o consorcios para
la gestién de los residuos sélidos urbanos, y se concretan las
condiciones en las que las diputaciones han de asegurar la
prestacién de este servicio en todos los municiplos de la
provincia (42); entre estas condiciones es de destacar la que
exige que la gestion de los residuos no haya sido asumida por
el ayuntamiento, como requisito para que pueda intervenir la

diputacién.

Es ésta una de las contadas ocasiones en que la
legislacién sectorial atribuye de manera expresa competencias
especificas a las diputaciones provinciales. Entiendo que este
precepto no tiene la condicién de basico, de modo que cabe

perfectamente la posibilidad de que esta funcidén garantizadora

(42) Articulo 11.5 del Decreto legislativo 1.163/1.986: "las
Diputaciones provinciales y los Cabildos y Consejos insulares
adoptardn las medidas oportunas para asegurar en el
correspondiente término municipal, la prestacién integral y
adecuada de los servicios que la presente Ley atribuye a los
ayuntamientos, cuando éstos no puedan prestar el servicio por
razones de caracter econémico u Drganizativo; DO Se mAnCOmuUnen
entre @i a estos fines o no establezcan consorcios con las

Diputaciones, Cablldos o Consejos".
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de la efectiva prestacidén de estos servicios locales pueda ser
atribuida, por aquellas comunidades auténomas con competencias
plenas en materia de medic ambiente y de régimen local, a

otras entidades supramunicipales.

Finalmente, 1la Ley 4/1,989, de 27 de marzo, de
conservacién de los espacios naturales y de la flora y fauna
silvestres, atribuye diversas funciones a la administracién,
autonémica o estatal, que sea competente en materia de
conservacién de espacios naturales, gque resulian claramente

limitativas para las competencias urbanisticas municipales.

Este es el caso de los planes de ordenacién de los
recursos naturales, que, a pesar de haber sido definidos con
excesiva ambigiiedad (43), son declarados vinculantes para
cualquier instrumento de ordenacidén territorial (44), asi como
el de los planes rectores de uso y gestién de los parques (a
aprobar, segin los casos, por la administraciém central o la
autonémica), que son vinculantes para el planeamiento
urbanistico (4%).

(43) Pareja estima que esta Ley, "al regular el contenido y
alcance de los planes de ordenacidén de los recursos naturales,
se han utilizado férmulas timidas y demasiado genéricas"

("Régimen del suelo no urbanizable", pagina 213).

(44) Articulo 5 de la Ley de espacios naturales: %2, Los
Planes de ordenacién de los recursos naturales ... seran
obligatorios y ejecutivos en las materias reguladas por la
presente ley, constituyendo sus disposiciones un limite para
cualesquiera otros instrumentos de ordenacién territorial o
fisica, cuyas determinaciones no podrén aiterar o modificar

dichas disposiciones ...",

(45) Articulo 19 de la Ley de espacios naturales: ...../.....
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A los entes locales tan sélo se les garantiza la
audiencia o informe en el proceso de elaboracién de estos
planes (cumpliendo asi lo previsto en los articulos 56 y 58 de
la ley basica de régimen local), asi como su participacién en
los patronatos de gestién de los parques nacionales (articulo
23), De todos modos,estas posibilidades de participacién local
no quitan que esta Ley limite también las competencias
urbanisticas de los ayuntamientos, en una nueva manifestacién
de la varias veces aludida concurrencia de competencias sobre

el territorio.

vov/ovw "1o Por los organos . gestores de los Parques se
elaborarédn Planes Rectores de Uso y Gestién, cuya aprobacién
corresponderd, en cada caso, al Gobierno de la Naciém o a los
organos competentes de las Comunidades Auténomas. Las
administraciones competentes en materia urbanistica informaran
preceptivanmente dichos planes antes de su aprobacién. ... 2.
Los Planes rectores prevaleceran sobre el planeamliento

urbanistico".
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To= DEFENSA DE USUARIOS Y CONSUMIDORES

El articulo 25.2.g8) de la Ley reguladora de las Bases
del régimen local establece que el municipio ba de ejercer
competencias en materia de defensa de usuarios y consumidores,
actividad ésta que es proclamada como responsabilidad de los
poderes publicos -por lo tanto, también de los ayuntamientos-
por el articulo 51 de la Constitucion (46),

Por lo que se refiere a quien le corresponde regular el
sector, sl al Estado o a las comunidades autdénomas, advertimos
que esta materia no es formalmente de la competencia exclusiva
del Estado, habiendo sido expresamente asumida por algunos
estatutos de autonomia. Ello no obstante, el Estado promulgé
en su momento (19 de julio de 1.984) una Ley General para la
defensa de los consumidores y usuarios, cuya vigencia es sélo
de caracter supletorio en aquellas comunidades auténomas que

hayan asumido esta competencia como exclusiva (47).

Por lo que se refiere a las competencias locales, el

articulo 41 de esta Ley general atribuye a las entidades

(46) Articulo 51 de la Constitucion: "1. Los poderes piblicos
garantizardn la defensa de los consumidores y wusuarios,
protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad,
la salud y los legitimos intereses econémicos de los mismos.
2, Los poderes pablicos promoveran la iaformacién y la
educacién de los consumidores y usuarios, fomentarédn sus
organizaciones y oiran a éstas en las cuestiones que puedan

afectar a aquéllos, en los términos que la ley establezca",

(47) Me remito en esta cuestién a la Sentencia del Tribunal
Constitucional 15/1.989, de 26 de enero.
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locales (48) competencias en materia de informacidén y
educacién de consumidores y usuarios; inspeccién de productos
y servicios; apoyo y fomento de las asoclaciones de
consumidores y usuarios; adopcién de medidas urgentes en caso
de crisis o emergencia; actuaciones de arbitraje y mediacién.
Ademéds, las corporaciones locales también pueden llevar a cabo

funciones de defensa judicial de consumidores y usuvarios (49).

(48) Articulo 41 de la Ley General de consumidores y usuarios:
"Corresponder4d a las autoridades y corporaciones locales
promover y desarrollar la proteccién y defensa de los
consumidores y usuarios en el ambito de sus competencias y de
acuerdo con la legislacién estatal y, en su caso, de las
comunidades auténomas y especialmente en los siguientes
aspectos: 1. La informacién y educacién de los consumidores y
usuvarios, estableciendo las oficinas y servicios
correspondientes, de acuerdo con las necesidades de cada
localidad. 2. La inspeccién de los productos y servicios a que
se refiere el articulo 2.2, para comprobar su origen e
identidad, el cumplimiento de la normativa vigente en materia
de precios, etiquetado, presentacién y publicidad y las demas
requisitos o signos externos que hacen referencia a sus
condiclones de higiene, sanidad y seguridad. 3, La realizaciém
directa de la inspeccién técnica o técnico-sanitaria y de los
correspondientes controles y analisis, en la medida en que
cuenten con medios para su realizacién, o promoviendo,
colaborando o facilitando su realizacién por otras entidades y
organismos. 4. Apoyar y fomentar las asoclaciones de
consumidores y usuarios, 5. Adoptar las medidas urgentes y
requerir las colaboracliones precisas en los supuestos de
crisis o emergencias que afecten a la salud o seguridad de los
consumidores o usuarios. 6. Ejercer la poieatad sancionadora

con el alcance que se determine en sus normas reguladoras®.

(49) Miguel Séanchez Morén ("Los ayuntamientos y la ...../.....
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Ahora blen, se trata en todos los casos de competencias
que los entes locales ostentan en concurrencia con las
comunidades autdénomas, que  pueden asumir directamente
idénticas prestaciones., Como ponen de relieve algunos autores
(50>, el articulo 41 de la Ley general para la defensa de los
consumidores y usuarios estd redactado con la misma ambigiiedad
que el articulo 2.2 de la Ley reguladora de las Bases del
régimen local, de modo que ambos preceptos se remiten a otras
leyes <(hasta cierto punto, se reenvian mutuamente) para la

operacién de determinar las competencias locales.

voo/vv. defensa de los usuarios y consumidores ante las
compafiias de servicios") entiende que "conforme al articulo
7.3 de la Ley Orgénica del Poder judicial, tienen legitimacion
para defender ante los jueces y tribunales los dintereses
colectivos las corporaciones que "resulten afectadas", 81 se
tiene en  cuenta que las corporaciones municipales
institucionalizan 1los intereses de las colectividades
vecinales, segin el articulo primeroc de la Ley reguladora de
las Bases del régimen local, no se puede negar su legitimacion
para la defensa en juicio de los intereses generales de los
vecinos, incluso cuando se trate de intereses que les afectan
como consumidores o usuarios de algun bien o0 servicio ... En
casos ... en los que la colectividad vecinal resulte afectada
de manera general e indiferenciada, los ayuntamientos pueden

defender directamente en juicio sus intereses®.

(50) En este sentido, Miguel Sénchez Horén, "Los ayuntamientos
y la defensa ..."., Por su parte, Javier Salas ("Defensa de
consumidores y  competencias de los diversos  entes
territoriales") cita opinioﬁes en este mismo sentido de
Santiago Mufioz Machado, Juan Alfonso Santamaria y Alejandro

Nieto (paginas 79 y 80).
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En este caso, pues, no puede afirmarse que, al menos de
momento, se cumplan las previsiones del articulo 25.2.g) de la
Ley reguladora de las Bases del régimen local, en el sentido
de que la legislacién sectorial concrete competencias
municipales en materia de defensa de consumidores y usuarios,
porque esta legislacién sectorial, al menos la de Awmbito
estatal, no lo hace. Habrd que esperar a dque sea la
legislacién auvtondémica la que concrete estas competencias
(51>, si blen no cabe duda de que, en base a los articulos
25.2.g) de la Ley reguladora de las Bases del régimen local y
41 de la Ley general para la defensa de consumidores y
usuarios, aparte de otras consideraciones B2, los

ayuntamlientos ostentan competencias efectivas en este sector.

(61) Miguel Séanchez Morén ("Los ayuntamientos y la defensa
o) dindica que las leyes autondémica promulgadas en este
sector no han definido competencias municipales, pues sdlo se

han preocupado de definir las de la respectiva comunidad.

(62) "Estad claro que los ayuntamientos no pueden quedar
excluidos en el reparto de competencias en esta materia. En
primer lugar, porque la mayoria de relaciones de consumo se
producen y se agotan en el ambito local, siendo asi que 1los
ayuntamientos son, por su proximidad al ciudadano, las
administraciones wAs idéneas en términos relativos, para estos
menesteres ... En segundo lugar, porque cuentan con una larga
tradicién ejecutiva en materias directamente relacionadas con
el consumo <(abastos y mercados, inspeccién higiénica de
alimentos ...). AdeméAs, durante los ultimos afios, desde el
inicio de la transicién democratica, han sido precisamente los
ayuntamientos ... los que han comenzado a desarrollar, por su
propia iniciativa, una serie de experiencias interesantes de
proteccién de los consumidores" (M. Sanchez Morén, "Los

ayuntamientos y la defensa ...").
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8.- SANIDAD

Los apartados h) e i) del articulo 25.2 de la Ley
reguladora de las Bases del régimen local establecen que los
municipios han de ejercer competencias en materia de
proteccién de la salubridad pablica y de participaciém en la
gestién de la atencidén primaria de la salud. Por lo que se
refiere a qulen corresponde promulgar la legislacién sectorial
que concrete estas competencias, tenemos que el articulo
149,1,16 de la Constituclién atribuye a 1la competencia
exclusiva del Estado "las bases y coordinacién general de la
Sanidad", de modo que, al dictar estas bases, el Estado puede
regular las competencias locales en el sector, operacién ésta
que puede ser complementada por la legislacién autonémica, en
su caso, La regulacién basica de este sector estid contenida en
la Ley General de sanidad de 25 de abril de 1.986,

Esta Ley regula las competencias locales en su articulo

42 (83), segin el cual la legislacién autonémica sobre sanidad

(63) Articulo 42 de la Ley general de sanidad: "1. Las normas
de las Comunidades Auténomas, al disponer sobre la
organizacién de los respectivos servicios de salud, deberan
tener en cuenta las responsabilidades y competencias de las
provincias, municipios y demas administraciones territoriales
intracomunitarias, de acuerdo con 1lo establecido en los
Estatutos de Autonomia, la Ley de Régimen Local y la presente
Ley. 2. Las corporaciones locales participaran en los érganos
de direccidén de las &areas de salud. 3. No obstante, los
ayuntamientos, sin perjulcioc de las competencias de las demis
administraciones publicas, tendréan las siguientes
responsabilidades minimas en relacién al obligado cumplimiento
de las normas y planes sanitarios: a) Control sanitario del

medio ambiente, Contaminacién atmosférica, ........ loviiiie
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deberd tener en cuenta las competencias locales, las
corparaciones locales deberan participar en los o6rganos de
direccién de las Areas de salud, y los ayuntamientos deberén
asumir un listado determinapdo de servicios minimos, que

detalla este mismo precepto,

En primer lugar, el listado de servicios minimos que el
articulo 42 de esta Ley califica de obligatoria prestacién
para los ayuntamientos, supone un plus de responsabilidad para
estas entidades, en relacidén can las previsiones del articulo
26 de la Ley reguladora de las Bases del régimen loacal, pues
hace extensiva a todos los municipios un conjunto de servicios
minimos que la legislacién basica de régimen local exige sélo

para los de més de una determinada poblacién.

Y esta mayor responsabilidad se traduce en un plus de
carga econémica, habida cuenta que la Ley general de sanidad
obliga a los entes locales a seguir financiando los servicios
que vienen prestando, aunque pasen a depender de la comunidad

auténoma, y a consignar, ademas, las dotaciones necesarias

«v./... abastecimiento de aguas, saneamiento de aguas
residuales, residuos urbanos e industriales, b) Control
sanitario de industrias, actividades y servicios, transportes,
ruidos y vibraciones. c¢) Control sanitario de edificios y
lugares de vivienda y convivencia humana, especialmente de los
centros de alimentacién, peluquerias, saunas y centros de
higiene personal, hoteles y centros resildenciales, escuelas,
campamentos turisticos y areas de actividad fisico deportivas
y de recreo. d) Control sanitario de la distribucién y
suministro de alimentos, bebidas y demds productos, directa o
indirectamente relacionadeas con él uso o consumo humanos, asi
como los medios de su transporte., e) El control sanitario de

los cementerios y policia sanitaria mortuoria".
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para atender las responsabilidades que la propia Ley‘general

de sanidad les atribuye (54)

Aparte de los servicios minimos que la ley les
atribuye, las entidades locales quedan, con la Ley general de
sanidad, virtualmente desapoderadas para prestar o establecer
servicios o centros de asistencia sanitaria. Por una parte, el
articulo 51.3 establece que los entes locales sélo pueden
crear nuevos centros de salud de acuerdo con los planes de
salud de cada comunidad auténoma, y previa autorizacién de la
nisma, Por otra, segin el articulo 50, todos los centros y
serviclos de asistencia sanitaria de los entes locales pasan a
depender de la comunidad auténoma, perdiendo las corporaciones
locales la minima autonomia de gestién de estos servicios,

aunque han de segulr participando en su financiacién (55. Esta

(54> Articulo 79.2 de la Ley general de sanidad: "La
participacién en la financlacién de los servicios de las
corporaciones locales que deban ser asumidos por las
Comunidades Auténomas se llevara a efecto, por un lado, por
las propias corporaciones locales y, por otro, con cargo al
Fondo Nacional de Cooperacién con las Corporaciones Locales.
Las Corporaciones Locales deberan establecer, ademids, en sus
presupuestos las consignaciones precisas para atender a las

responsabilidades sanitarias que la Ley les atribuye”.

(58) Ramon M. Llevadot comenta brevemente las caracteristicas
del prooeéo de integracién de los servicios sanitarios locales
en la organizacién sanitaria de las comunidades auténomas
("Sanitat i higiene", paginas 682 a 684). El citado autor
subraya que esta integracién puede limitarse a las funciones
de planificacién, programacién, -asignacién de recursos y
coordinacién, pudiendo permanecer la gestién en manos de los

entes locales titulares del servicio,
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integracién de los servicios locales en la administracion
sanitaria autondémica constituye wun <claro abuso de las
potestades de coordinacién sobre los servicios locales,

previstas en la Ley reguladora de las Bases del régimen local
(56) .

Por lo que se refiere a la representacién de los entes
locales en 1los o6rganos colegiados de la adminisiracién
sanitaria, la Ley general de sanidad sélo garantiza que se dé
a nivel de las Areas de salud, pero "por lo que se refiere al
ambito local, no se prevé ningén medio de influencia
municipal, ni en los centros de atencién, ni en los centros de

salud, Asi pués, los ayuntamientos sélo podran influir en este

(56) BEduard Paricio ("El marc juridic dels aspectes municipals
de la Llei general de sanitat") hace la siguiente valoracién
de este punto: "en cuanto a la atencién primaria ...
desaparece el margen de actuacién local auténoma, ya que todo
servicio o iniciativa municipal en este campo, queda
condicionado por los planes de salud, y los servicios
correspondientes quedaran bajo el control de las éareas de
galud ... El articulo 50 determina que los centros, servicios
y establecimientos de las corporaciones locales se gestionaran
bajo la responsabilidad de la respectica comunidad auténoma.
Se determina de este modo una adscripcién funcional completa
de estos centros o servicios ai servicio de salud autondémico,
sin perjuicio de que los entes creadores continuen manteniendo
la titularidad de los mismos". Este planteamiento no encaja
con los limites de la coordinacién de la Ley reguladora de las
Bases del régimen local, pues "las técnicas de coordinacién no
pueden llegar al extremo de eliminar absolutamente el margen
de autonomia de la entidad titular para gestionar el centro o

servicio afectado" (paginas 72 y 73).
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nivel local de forma indirecta, a partir de su participacién

en las areas de salud" (57).

AdemAds, esta garantia de participacién local en las
dreas de salud, se formula en la Ley general de sanidad a
favor de las "“corporaciones locales", con lo que debemos
concluir en que esta Ley no da efectividad a la previsién del
articulo 25 de la Ley reguladora de las Bases del régimen
local, en el sentido de que los municipios participen en la

gestién primaria de la salud.

Por Gltimo, hay que sefialar que el articulo 41 de la
Ley general de sanidad afirma que %"las decisiones y
actuaciones publicas previstas en esta Ley que no se hayan
reservado expresamente al Estado, se entenderan atribuidas a
las Comunidades Auténomas®. La interpretacién literal de este
precepto nos obligaria a concluir en que no hay espacio para
la intervencidén local en materia de servicios sanitarios;
obviamente, esta interpretaclién es incongruente con otros
preceptos de esta misma ley, que atribuyen obligaciones a los
municipios, aparte que contraria a algunos preceptos de la Ley
reguladora de las Bases del régimen local (articulos 26 y 28),
Por lo tanto, hay que entender que esta atribucién general de
competencias autonémicas se sitéa en el plano del reparto de
competencias entre Estado y comunidades auténomas, afectando a
las de caracter legislativo y a las reglamentarias y de
gestién de caracter supralocal, quedando a salvo la
titularidad local de aquellas competencias que en materia de
sanidad atribuyen a los municipios la Ley general de sanidad y

la Ley reguladora de las Bases del régimen local,

(57> Eduard Paricio, "El marc ,..", pégina'71.
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En resumen, los efectos de la Ley general de sanidad
sobre las competencias locales en esta materia, son los de
ampliar los servicios minimos de prestacién obligatoria para
los ayuntamientos, al tilempo que se sustraen a los entes
locales, en favor de las comunidades auténomas, los centros y
servicios de asistencia sanitaria, 1limitando ademéds la
posibilidad de crear otros nuevos, y todo ello a cambio de una
participacién local en las é&areas de salud, que debera

concretar la legislacién autonémica.
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9.- SERVICIOS BSOCIALES

El articulo 25.2.k) de la Ley reguladora de las Bases
del régimen local establece que los municipios han de ejercer
competencias en materia de '"prestaciéon de los servicios
sociales y de promocidén y de reinsercién social®. Habida
cuenta que el articulo 149.1 de la Constitucién no incluye
esta materia entre las de la exclusiva competencia del Estado,
y que todas las comunidades auténomas pueden asumir, en base
al articule 148.1.20 de 1la Constitucién, pleritud de
competencias en relacién con la misma, la legislacidén que
promulgue el Estado tiene s6lo caracter supletorio de la
autonémica., Este es el caso de la Ley 13/1.982, de 7 de abril,

de integracién soclal de los minusvadlidos.

En relacién con los entes locales, esta Ley les hace
genéricamente responsables de promover iniclativas para la

integracién social de los minusvdlidos (58), al tiempo que

(68) Articulo 3.2 de la Ley de integracién social de los
minusvalidos: "A estos efectos (de integracién de los
minusvAlidaos) estardn obligados a participar, para su efectiva
realizacién, en el ambito de competencias correspondientes, la
Administracién Central, las Comunidades Autdénomas, las
Corporaciones Locales, loé Sindicatos, las entidades vy
organismos publicos y las asociaciones y personas privadas".
Articulo 4.1: "La Administracién del Estado, las Comunidades
Auténomas y las Corporaciones Locales ampararan la iniclativa
privada sin animo de lucro, colaborandeo en el desarrollo de
estas actividades mediante ﬁseSGramiento técnico,
coordinacién, planificacién y apoyo econémico"., Articulo 5:
"Los poderes publicos promoveran la informaclén necesaria para

la completa mentalizacidén de la sociedad, especialmente .../..
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responsabiliza a los ayuntamientos de la adopcién de medidas
para la supresién de barreras arquitecténicas y para facilitar
el estacionamiento de vehiculos de minusvdlidos (59), con el
consiguiente incremento de las obligaciones municipales, pues
por el articulo 26 de la Ley reguladora de las Bases del
régimen local, sélo los ayuntamientos de mAs de 20.000

habitantes estén obligados a prestar servicios sociales.

No cabe duda que esta Ley cumple las previsiones del
articulo 25.2,k) de la Ley reguladora de las Bases del régimen
local, antes citado, en el sentido de garantizar competencias
municipales en materia de servicios sociales, pero hemos de
ser conscientes de la precariedad de esta norma, cuyas
previsiones pueden ser alteradas por la legislacién

autonémica.

«vo/vv. en los ambitos escolar y profesional, al objeto de que
ésta, en su conjunto, colabore al reconocimiento y ejercicio
de los derechos de los minusvalidos, para su total

integracién",

(59) Articulo 56 de la Ley de integracién de los minusvalidos:
"Los ayuntamientos deberdn preveer planes municipales de
actuacién, al objeto de adaptar las vias pablicas, parques y
Jardines, a las normas aprobadas con caradcter general,
viniendo obligados a destinar un porcentaje de su presupuesto
a los fines previstos en este articule". Articulo 60: "Por los
ayuntamientos se adoptarédn las medidas adecuadas para
facilitar el estacionamiento de los vehiculos automéviles
pertenecientes a los minusvadlidos con problemas graves de

movilidad".
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10.- SUMINISTRO DE AGUA

El articulo 25.1.1) de la Ley reguladora de las Bases
del régimen local sostiene que los municipios han de ostentar
competencias en materia de suministro de agua (60), y el
articulo 26.1.a) de esta misma Ley incluye el abastecimiento
domiciliario de agua potable entre los servicios municipales
obligatorios. No cabe duda, pues, que ésta es una competencia

municipal.

Por lo que se refiere a las demds competencias piblicas
relacionadas con el agua, hay que sefialar que el articulo
149.1.22 de la Constitucién atribuye al Estado la competencia
exclusiva en materia de "legislacién, ordenacién y concesién

de recursos y aprovechamientos hidraulicos cuando las aguas

(60> Aunque se trata de una materia no incluida en el articulo
25 de la Ley reguladora de las bases del régimen local como de
la necesaria competencia municipal, es aobligada una referencia
al suministro de gas, que inicialmente fue +también una
competencia municipal. La Ley reguladora de las bases del
régimen local, en su articulo 86.3, declara la reserva a favor
de las corporaciones locales para la prestacién de este
servicio, y la Ley 10/1.987, de disposiciones basicas para un
desarrollo coordinado de  actuaciones en materia de
combustibles gaseosos, en su articulo 7.c¢ da un plazo de
prioridad a los entes locales como gestores del servicio. Para
el andlisis de este tema me remito, ademas de al estudio ya
clasico de Garcia de Enterria, "El servicio piblico del gas",
a los mis recientes de TomAs Ramén Fernandez ("Evolucién y
problemas actuales del servicio piblico delvgas") y de Javier
Salas Hernandez (“"Régimen Jjuridico de las concesiones de

servicio de suministro de gas por canalizaciéan").
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discurran por mAs de una Comunidad Auténoma®. Por lo tanto,
las comunidades auténomas pueden haber asumido estas mismas
competencias de ordenaclén y concesioén, en relacién a aquellos

cursos de agua que discurren integramente en su territorio.

La Ley estatal de aguas de 2 de agosto de 1.985 no
contiene préacticamente ninguna mencién acerca de posibles
competencias municipales; es mAs, el bhecho que el articulo 2
de la mencionada Ley califique el agua como dominio piblico
estatal, cuye aprovechamiento queda sujeto a concesidn,
comporta que la prestacidén por los ayuntamientos de la
competencia de suministro de agua que les atribuye la Ley
reguladora de las bases del régimen local, queda condicionada
a la voluntad del titular del demanio, que en base a esta
titularidad puede incidir en la determinacién de las

caracteristicas de la prestacién del servicio (612,

En todo caso, hecha esta salvedad, lo que si asegura la

Ley de aguas es que el ayuntamiento pueda obtener la concesién

(61> Juan F, Mestre ("El servicio piblico de distribucién de
agua") considera que "resulta claro que la regla general que
impera en materia de servicios pablicos locales, respecto a la

libertad que asiste a las corporaciones locales de crear,

establecer y prestar servicios publicos ... ya no puede
defenderse en todo caso ..., dos importantes quiebras al
sistema: de un lado ... y, de otro lado, en lo que se refiere

a los servicios piblicos cuya existencia o efectiva prestacién
depende de voluntades ajenas a la propia corporacién titular
del servicio, como es el caso del suminisiro de agua., En este
caso se mezcla la titularidad demanial sobre el agua con la
titularidad del servicio, de tal manera que la existencia de
éste depende de la efectiva preexistencia de la concesién para

utilizar el dominio piblico acuifero® (pagina 1.482),
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del bien demanial (es decir, el agua), lo que le permitira
poder ejercer de forma efectiva la competencia de su
suministro domiciliarioc. Ahora bien, la titularidad por el
municipio de esta competencla se deriva exclusivamente de la
Ley reguladora de las bases del régimen local, no de la Ley
sectorial de aguas; ademAs, como sefiala TORNOS (62), en la
ordenacién del servicio las competencias municipales se veran
sis duda limitadas por 1la concurrencia de competencias
estatales y, sobre todo, autonémicas relacionadas con el
nmismao, como es el caso de la planificacién hidrolégica, el

régimen tarifario, la ordenacién del territorio o la sanidad.

Por lo que se refiere a la planificacién hidrolégica,
la Ley de aguas no prevé la participacién de los entes locales
en la confeccién de los correspondientes planes (plan
hidrolégico nacional y planes hidrolégicos de cuenca), a pesar
de que el contenido de estos planes (63) afecta claramente los
intereses locales, hasta el punto de que sus previsiones han
de ser respetadas en los diferentes instrumentos de ordenacion

urbanistica del territorio (articulo 41.3).

(62) "Competencias municipales para la ordenacién y gestidén de

servicios pablicos".

(63> Articulo 40 de la Ley de aguas: "Los Planes Hidrolégicos
de cuenca comprenderan obligatoriamente: a) El inventario de
los recursos hidrédulicos. b) Los usos y demandas existentes y
previsibles. ¢) Los criterios de prioridad y de compatibilidad
de usos, asi como el orden de preferencia entre los distintos
usos y aprovechamientos. d) La asignacién y reserva de
recursos para usos y demandas actuales y futuros, asi como
para la conservacién o reouperacién del medio natural. e) Las

caradcteristicas basicas de la calidad de las aguas ...../.....
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Por lo tanto, la Ley de aguas del Estado ni desarrolla
la previsién del articulo 25.2.1) de la Ley reguladora de las
Bases del régimen local, en el sentido de concretar las
competencias municipales en relacién con el agua, ni cumple
tampaco la prevision del articulo 58.2 de la misma Ley, segin
el cual "las administraciones que tengan atribuidas 1la
formulacién y aprobacién de instrumentos de planificacién
deberan otorgar a las restantes una participacién que permita
arﬁonizar los intereses publicos afectados". La Ley de aguas
no prevé estia participacién en el itramite de aprobacién de los
planes  hidrolégicos, aungue estos planes condicionen
formalmente los urbanisticos, limitando las correspondientes

competencias municipales,

En cuanto al régimen tarifario del servicio, hay que
sefialar que si blen la determinacién del precio del agua
parece que deba ser una decisién propia del titular de la

competencia o/y de la prestacién del servicio, en realidad

/... y de la ordenacioén de los vertidozs de aguas residuales
.«. J) Las infraestructuras bAsicas requeridas por el Plan ...
1> Los criterios sobre estudios, actuaciones y obras para
prevenir y evitar los dafios debidos a inundaciones, avenidas y
otros fendémenos hidraulicos". Articule 43: "1, El Plan
Hidrolégico Nacional se aprobara por Ley y contendra, en todo
caso: a) Las medidas necesarias para la coordinacién de los
diferentes FPlanes Hidrolégicos de cuenca. b) La solucidén para
las posibles alternativas que aquéllos ofrezcan. ¢) La
previsién y las condiciones de las transferencias de recursos
bidrdulicos entre ambitos territoriales de distintos Planes
Hidrolégicos de cuenca. d) Las modificaciones que se prevean
en la planificacién del uso del recurso .y que afecten a
aprovechamientos existentes para abastecimiento de poblaciones

o regadios".
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suele producirse una intervencién autonémica que puede ser

decisiva, mediante el requisito de la autorizacién de 1la

comisién de precios (64).

(64) Juan F, Hestre ("El servicio piblico de ...", pagina

1.483) analiza la intervencién_autonémica en la determinacién

de la tarifa del agua, segin la - normativa vigente en la

Comunidad auténoma de Madrid.
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11.-  TRANSPORTE PUBLICO DE VIAJERGS

Segun el articulo 25.2.11) de la Ley reguladora de las
Bases del régimen Ilocal, los municipios han de ejercer
campetencias en materia de transporte pablico de viajeros.
Ademds, el articulo 26.1.d) de la misma Ley incluye el
transporte colectivo urbano de viajeros entre los servicios a
prestar obligatoriamente por los municipios de mas de 50,000
habitantes,

Por otra parte, segin el articulo 149.1.21 de la
Constitucién, es de la competencia exclusiva del Estado 1los
"transportes terrestres que circulen por mAs de una Comunidad
Auténoma®, asi como el "régimen general de comunicaciones" y
el Ytrafico y circulacién de vehiculos a motor*. Por su parte,
el articulo 148.1.5 de 1la Constitucién prevé que las
comunidades auténomas puedan asumir competencias sobre el
transporte por ferrocarril y por carretera, cuyo itinerario se
desarrolle integramente en el territorio de la comunidad

auténoma.

Habida cuenta de estos antecedentes normativos, podemos
considerar que los ayuntamientos -todos, y no sélo los de mas
de 50,000 habitantes— han de tener competencias en materia de
transporte publico de viajeros, en los términos que fije la

ley sectorial, en principio de aAmbito estatal.

La Ley de ordenacién de los transportes terrestres de
30 de Julio de 1.987 atribuye a los ayuntamientos competencias
para la ordenacién y la gestién de los servicios urbanos de
transportes de viajeros, entendiendo como tales 1los que

discurren en suelo urbano y urbanizable (65). Se sigue, pues,

(65) Articulo 113 de la Ley de ordenacién de los ......7... .,
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la tradicién histérica en este punto (66), de limitar las
competencias municipales en materia de transporte urbano a la
zona urbana del municiplo, consideradndose al mArgen de la
competencia municipal el trasporte de viajeros en el resto del
término municipal; el interés municipal se reduce a lo urbano,
considerandose al resto como interurbano, y por lo tanto de
interés supramunicipal, aunque no se trascienda el término

municipal.

vv./o.. transportes terrestres: "1, Los municipios seréan
competentes con caracter general para la gestién y ordenacién
de los servicios urbanos de transporte de viajeros que se
lleven a cabo dentro de sus respectivos términos municipales,
A estos efectos se conslderaran servicios urbanos aquellos que
discurran integramente por suelo wurbano o urbanizable,
definido de conformidad con la legislacién urbanistica o estén
exclusivamente dedicados a comunicar entre si nicleos urbanos
diferentes situados dentro de un mismo término municipal. 2.
No obstante la regla general expuesta en el punto anterior,
las Comunidades Auténomas o en su caso el Estado podran
extender de forma individualizada la competencia municipal a
servicios distintos de los expresados en el punto anterior,
glempre que los mismos se presten integramente dentro del
correspondiente término municipal. 3. Cuando los servicios a
los que se refiere el punto 1 anterior afecten a intereses que
trasciendan los puramente municipales, las competencias de los
correspondientes  Ayuntamientos se  ejercer4n de  forma
coordinada con las de las entidades de Ambito superior, segim
lo que en su caso establezcan las correspondientes normas

estatales o de las Comunidades Auténomas',
(66) Eduardo Garcia de Enterria analiza la evaolucidén del

servicio pablico de transportes en Espafia en “El servicio

publico de los transportes urbanos".
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Ello no obstante, esta Ley cumple perfectamente las
previsiones del articulo 25.2.11) de la Ley reguladora de las
Bases del régimen local, en el sentido de atribuir a los
municipios competencias en materia de transporte pablico de
viajeros. Ademds, estas competencias se formulan a favor de
todos los municipios, y no sélo para los de mas de 50.000
habitantes, que son los que deben prestar obligatoriamente

este servicio,

Se regulan asimismo, en los articuloes 113.3 vy
siguientes de esta Ley, diversos mecanismos de coordinacién y
colabaracién interadministrativa, especialmente en aquellos
casos de grandes aglomeraciones urbanas, mecanismos todos
ellos, en principio, plenamente respetuosos con el principio

de auvtonomia local (&7).

(67) De hecho, la coordinacién es probablemente el principio
de mayor importancia en el conjunto de esta Ley. Su articulo
5.2 establece que "la Administracion del Estado debera
promover la coordinacién de sus competencias con las de las
Comunidades Auténomas y las Entidades Locales, estableciendo,
en su caso, con las mismas los convenios u otras férmulas de
cooperacién que resulten precisas en orden a la efectividad de
las mismas y a la adecuada consecucién de los principios
establecidos en el articulo 3"." En relacién con este tema,
dice A.E, de Asis Roig: “las necesidades de coordinacién de
este transporte con los servicios interurbanos y con los
intereses supramunicipales han abierto la necesidad de una
creciente intervencién de las comunidades auténomas, con
fipalidad de coordinacién. Esta Intervencién puede, sin
embargo, debilitar injustificadamente 1a' competencia local,
por absorclén de sus competencias en entidades superiores de

gestién” ("Los transportes urbanos colectivos", pagina 1.569),
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Probablemente el punto que va a permitir una mayor
limitacién de las competencias locales en la prestacién de
este servicio es el régimen tarifario, en el que se da la

intervencién de la comision de precios correspondiente (68).

Por otra parte, también se reconocen en esta Ley
competencias municipales para el establecimiento de estaciones
de transportes por carretera, si bien a resultas de la

correspondiente autorizacién autonémica o estatal (69),

(68) A.E. de Asis Rolg, "Los transportes ...", paginas 1.560 y
1.561,

(69) Las estaciones se regulan en los articulos 127 y
siguientes, Segin el articule 129, la iniciativa para el
establecimiento de estaciones corresponde a los ayuntamientos,
que son  también quienes las ‘construyen y explotan
"normalmente®, El articulo 128 dispone que él establecimiento
de las estaciones ha de ser aprobado por la comunidad

autonoma, o, en su caso, por el Estado,
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12.-  DEPORTE

Begiun el articulo 25.2.m) de la Ley reguladora de las
Bases del régimen local, los municipios han de tener
competencias en materia de actividades e instalaciones
deportivas. Asimismo, segin el articulo 26.1.¢) de la misma
Ley, los municipios de mds de 20.000 habitantes han de prestar
obligatoriamente el servicio de i1nstalaciones deportivas de

uso pablico.

Por otra parte, el articulo 148.1.19 de la Constitucién
establece que la promocién del deporte es una competencia que
puede ser asumida por las comunidades auténomas, y el articulo
149.1 no incluye referencia alguna de la misma en sus diversos

apartados, referidos a las competencias exclusivas del Estado.

La leglslacién estatal de este sector viene constituida
por la Ley 13/1.980, de 13 de marzo, general de la cultura
fisica y del deporte, ley que tiene por objeto "el impulso,
orientacién y coordinacién de la educacién fisica y del
deporte". Con esta fipalidad, 1la citada ley define
competencias pablicas, establece el régimen general de las
entidades deportivas y dicta diversas prescripciones de

caracter general.

Conviene tener presente, sin embargo, que el Estado no
tiene competencias exclusivas en esta materia, de modo que
muchos de los preceptos de la Ley que comentamos -entre ellos,
los que definen competencias locales— son sélo supletorios en
aquellas comunidades auténomas que hayan asumido competencias

exclusivas en esta materia (70).

(70> E. Alomnso Garcia ("las competencias de los entes locales

en materia de deporte") habla de la "anomalia juridica .../...
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La Ley general de la cultura fisica y del deporte
atribuye competencias de promocién a las diputaciones
provinciales, y a los municipios, competencias para la
utilizacién de las instalaciones piblicas de su ambito, asi
cono el censo de las mismas, y también cuidar del cumplimiento
de la normativa urbanistica, en orden a las reservas de

espacios para la practica del deporte (71).

/... que, desde la 6ptica constitucional, supuso la Ley
13/1.980". Para este autor, "dicha anomalia consiste, pura y
simplemente, como hoy es ya poblico y notorio, en que la
Constitucién no reservé al "Estado competencia alguna en
materia de deporte, por lo que resulta ciertamente extrafia la
promulgacién de una Ley estatal que contemple el hecho
departivo globalmente considerado ... A medida que las
comunidades auténomas han ido asumiendo sus competencias y han
comenzado a legislar en su competencia exclusiva, se ha puesto
de manifiesto la absoluta contradiccién insalvable entre dicha
legislacién autonémica y la Ley 13/1.980" (paginas 1,380 y
1.380),

(71) Articulo 3 de la Ley general de la cultura fisica y del
deporte: "1. La organizacién administrativa para el fomento y
coordinacién de la actividad fisico-deportiva se inspira en
los principios de  descentralizacién de  funciones y
representatividad de perscnas. y entidades ... 4. las
diputaciones provieclales y cabildos insulares ejercen en
estas materias las competencias que les atribuye la presente
ley y normas que la desarrollen, asi como cuantas actividades
sean necesarias para promover y difundir la cultura fisica y
el deporte en sus respectivos territorios, 5. El Hunicipio, de
acuerdo con su propio régimen juridico y en colaboracién con
las demds administraciones publicas y con las asociaciones y
entidades deportivés, elerce las competenclas y presta 1los

servicios que le correspondan en la materia y en ..... lovons
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Finalmente, esta Ley también insiste en la necesidad de
asegurar la coordinacién entre todas las administraciones
afectadas, para lo cual se otorgan al Estado las competencias
oportunas, que ejercerd a través del Consejo Superior de
Deportes (72). No es previsible que esta coordinacién resulte
lesiva para las entidades locales, pues se garantiza su

representacién en el citado Consejo superior (73),

.v./... particular los siguientes: a) Desarrollar la politica
fisico-deportiva y gestionar, con las correspondientes ayudas,
la plena utilizacién de las instalaciones piblicas en su
Ambito territorial. b) Llevar un censo de las instalaciones
deportivas de su territorio, asi como de su estado de
conservacién, dotando a las propias del personal adecuado para
su  uso. <¢) Asegurar el cumplimiento de 1la legislacién
urbanistica en materia de reserva de espacios y zonas para la
practica del deporte. d) Celebrar conciertos y convenios con
entes publicos o privados para el cumplimiento de los fines de

la presente Ley",

(72) Articulo 4 de la Ley general de la cultura fisica y del
deporte: "El Estado, a través del Consejo Superior de
Deportes, estd obligado a asegurar una coordinacién permanente
y efectiva de las administraclones piblicas en la promocidén y
difusién de la cultura fisica y del deporte, asi como en la
programacién global y oonstruécién de instalaciones con

criterios de descentralizacién®.

(73) Articulo 22.3 de la Ley general de la cultura fisica y
del deporte: "Forman el Consejo Superior de Deportes, ademas
de las entidades deportivas: ... b)Y Llas Diputaciones
provinciales, los Cabildos insulares, los Hunicipios y las

Comunidades auténomas, éstas con igual ndmero de ......7......
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Por lo tanto, la legislacién estatal ep materia de
deportes es plenamente congruente con las Previsiones de 1a

Ley reguladora de las Bases del régimen local, en relacién con

este sector,

<./, representantes, c¢) La Administracisn General del
Estado, con igual nimero de representantes que las Comunidades
Auténomas. Las entidades comprendidas en los apartados b y o)

tendran representacién mayoritaria en el pleno del Consejo".
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13.-  ENSERANZA

Segun el articulo 25.2.n) de la Ley reguladora de las
Bases del régimen local, los municipios han de "participar en
la programacién de la enseflanza y cooperar con la
administracién educativa en 1la creacién, construccion y
sostenimiento de los centros docentes piblicos, intervenir en
sus organos de gestiéen y participar en la vigilancia del

cumplimiento de la escolaridad obligatoria".

Por otra parte, segin el articulo 149.1.30 de 1a
Constitucién, le corresponde al Estado dictar las normas
bésicas para regular las obligaciones de los poderes publicos
~entre ellos, los entes locales- en materia de educacién., En
consecuencia, las competencias locales en esta materia han de
ser reguladas, por mandato constitucional expreso, por la
normativa bédsica del Estado, sin perjuicio de las eventuales

concreciones autondémicas de desarrollo.

La Ley organica 5/1.980, de 19 de junio, que regulaba
el Estatuto de centros escolares, contenia unas Ybreves
referencias, bastante ambiguas, en relacién al papel a cumplir
por los entes locales: se remite a otras leyes para la
determinacién de las competencias y cbligaciones municipales y
prevé una minima participacién local en los centros pablicos
(74).

(74) Lay orgénica 5/1.980, por la que se regula el Estatuto de
centros escolares: Articulo 20: "Las Corporaciones locales
tendréan, en relacién con los | centros docentes, las
competencias y obligaciones que las leyes les atribuyan®.
Articulo 26: En el consejo de direccién de los centros de
educacion escolar y educacidén general basica habra "g) un

miembro de la corporacién municipal en cuyao territorie .../..
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La Ley organica 8/1.985, de 3 de julio, reguladora del
derecho a la educacién, que sustituye a la anterior, sigue
practicamente sus mismas pautas al regular el papel que deben
asumir las entidades locales. Por una parte, se garantiza una
cierta participacién de los ayuntamientos en los centros
escolares (76), y por otra se afirma el principio de la
obligacién municipal de “cooperar con las administraciones
piblicas correspondientes en la oreacidén, construccién y
mantenimiento de centros pablicos docentes, asi como en la
vigilancia del cumplimiento de la escolaridad obligatoria®

(Disposicién adicional segunda).

Bs decir, se mantienen las pautas de una cierta
participacién municipal en los centros piblicos, y encontramos
la formulacién de un principio de obligacién municipal de
contribuir a su mantenimiento. Ahora bien, la concrecién de
esta obligacién se remite a otras leyes, de modo que nada
nuevo se aporta a lo previsto en la Ley reguladora de las

Bases del régimen local. Es mAs, alguna previsién de esta Ley

vv./... esté ubicado el centro®. Articulo 28: "2, En los
centros de Patrimonio municipal o que reciban aportacién
econémica del Municipio formara parte de la Junta econdomica un

representante del Ayuntamiento",

(75) Ley orgénica 8/1.985, reguladora del derecho a la
educacién: Articulo 41: "1, El Consejo escolar de los centros
estard compuesto por los siguientes miembros: ... ¢) Un
concejal o representante del ayuntamiento en cuyo término
municipal se halle radicado el centro". Articulo 44: "En el
seno del Consejo escolar del oenfro existirda una Comisién
econdémica, integrada por ... En aquellos centros, en cuyo
sostenimiento cooperen Corporaciones locales formara parte
asimismo de dicha comisién el concejal o representante del

Ayuntamiento miembro del Consejo escolar".
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basica -concretamente, la de que los ayuntamientos han de
participar en la programacién de la enseflanza- no es tenida en
absoluto en cuenta en la Ley organica del derecho a la

educacion,

Efectivamente, al regular la ©programacién de la
ensefianza, en ningdn momento sSe exije una participacién
municipal, ni se garantiza en esta Ley la presencia municipal
en lbs consejos escolares estatal y autondémicos. No se
arbitran, por 1leo tanto, mecanismos que posibiliten una
efectiva participacidén de los entes locales en los procesos de
toma de decisién por parte de la administracién educativa,
aunque esta participacién sea una légica consecuencia de la

existencia de un interés local en la ensefianza.

Lo que si facilita esta Ley organica es, aparte de lo
comentado en los parrafos anteriores, una mayor iniciativa de
los ayuntamientos en relacién con la creacién de servicilos de
enseflanza. Este es el sentido que cabe dar a la posibilidad
que tienen de crear consejos escolares de 4mbito municipal

(76), asi como centros docentes de su titularidad (77).

(76) Articulo 35 de la Ley organica del derecho a la
educacién: "Los poderes pablicos, en el ejerciclo de sus
respectivas competencias, podran establecer consejos escolares
de éambitos territeriales distintos al que se refiere el
articulo anterior, asi como dictar las disposiciones
necesarias para la organizaclién y funcionamiento de los

nismos" ,

(77) Disposicién adicional segunda de la Ley organica del
derecho a la educacién: "2. La Creaciéﬁ de centros docentes
piblicas, cuyos titulares sean las Corporaciones locales, se
realizard por convenio entre éstas y la administracién

educativa competente ...".
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14.-  VALORACION GLOBAL

Hemos tenido ocasioén de ver en los apartados anteriores
de este capitulo como las leyes sectoriales del Estado han
venido a regular, en el actual wmarco constitucional, la
practica totalidad de sectores en los que, segin el articulo
25,2 de la Ley reguladora de las Bases del régimen local, los

municipios han de ejercer algin tipo de competencias.

Y lo primero que constatamos, tras el somero andlisis
realizado de esta legislacién, es que la mayoria de estas
leyes cumplen con la previsién del citado articulo 25.2, en el
sentido de reconocer un minimo de competencias locales en la
respectiva materia o sector. Tal solo las leyes sobre residuos
téoxicos, aguas y, parcialmente, educacién incumplen el mandato
del citado ©precepto de la Ley basica, y no definen

competencias municipales en el respectivo sector.

Ahora bien, si entramos a valorar la naturaleza de las
competencias que se definen a favor de los entes locales, y
los mecanismos previstos en estas leyes sectoriales para
regular las relaciones interadministrativas, llegamos a la
conclusién de que en la mayoria de casos las leyes sectoriales
prevén técnicas de control de las administraciones estatal o
autonémicas sobre las locales, técnicas que en ocaslones
incumplen los minimos requisitos de garantia de la autonomia
local previstos en el capitulo de la ley basica referido a las
relaciones interadministrativas. Tal es el caso de las leyes
de aguas, costas, carreteras, espacios naturales y patrimonio
histérico-artistico, todas ellas limitativas de las
competencias urbanisticas nmnioipalés; también en la Ley de
sanidad y en la de proteccién civil se atribuyen a 1la
administracién autonémica -o central, en su caso- potestades

de control sobre determinados actos locales.
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De todas formas, también podemos comprobar como esta
legislacién sectorial del Estado es, en general, bastante
ambigua a la hora de definir competenciales, hasta el punto
que en algunos casos (consumo, educacién), nada de concrecién
se aflade a las genéricas previsiones del articulo 25 de la Ley
reguladora de las Bases del régimen local. En la practica, da
la impresién de que el legislador estatal es reaclo a
descender al detalle que supone definir competencias locales
y, aparte de apuntar unos criterios muy generales, deja esta

tarea para el legislador autondémico.

En cualquier caso, de lo que no puede caber duda es
acerca de que la legislacion sectorial del Estade incumple
parcialmente las expectativas de competencias municipales y de
respeto a la autonomia local en las relaciones
interadministrativas, previstas en la Ley basica de régimen
local, Fo creo que por ello quepa tildar de inconstitucionales
-al menos, en la mayoria de casos- a estas Ieyes que discrepan
de lés previsiones de la legislacién de régimen local; lo que
sucede es que el legislador, al regular el régimen sectorial
de las materias en que intervienen los poderes pablicos, sigue
criterios menos generosos para con los entes locales, que

cuando regula directamente el régimen de éstos.
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TERCERA PARTE:EL SISTEMA DE COMPETENCIAS ©LOCALES EN LA
LEGISLACION CATALANA DE REGIMER LOCAL
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CAPITULO PRINERO

ANTECEDENTES HISTORICOS DE UN MODELO DIFERENCIAL DE
ADMINISTRACION LOCAL PARA CATALURA

1.~ INTRODUCCION

La evolucién normativa analizada en la primera parte del
presente estudio es, en general, comin a todo el estado
espafiol y, por lo tanto, plenamente aplicable a la
administracion local de Catalufia. Ahora bien, el hecho que el
modelo de organizacién territorial que se empieza a definir en
las Cortes de CAdiz, y mAs adelante en la divisién provincial
de 1.833, rija también en Catalufia, no significa, ni mucho
menos, que sea éste un esquema que sintonice plenamente con
las caracteristicas culturales y sociales y con el sentir
ciudadano y politico de Catalufia, cuando éste tenga ocasion de

expresarse con voz propila.

El hecho que en el marco constitucional de 1.978 Catalufia
insista en dotarse de un modelo de administracién local con
caracteristicas diferenciales muy acusadas, no es en todo caso
resultado de un capricho momentdneo m&s o0 menos azaroso, sino
que, por el contrario, y como veremos seguidamente, responde a
un ideario que ha estado sistemAticamente presente en los

planteamientos catalanistas durante el Gltimo siglo.

Es evidente qﬁe el ideal uniformizador e igualitario del
liberalismo hace imposible la pervivencia de signos proplos en
la organizacién territorial y el régimen administrativo de
Catalufia, y de cualquier otra zona de Espafia. El régimen
municipal es el general vigente para todo el Estado, y la

organizacién territorial estéd pensada en funcién precisamente
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del gobierno del Estado (1). No hay lugar, légicamente, para
la menor expresién institucional de Catalufia como unidad, y
eso adn admitiendo que las caracteristicas del proceso de
establecimiento de la estructura liberal en Espafia hacen que
ésa —como hemos tenido ocasidén de ver en el primer caﬁitulo de
la primera parte- respete en muchos casos aspectos
significativos de las antiguas estructuras histéricas de

organizacion administrativa y territorial de la Peninsula.

Es sobradamente conocido -y a ello me he referido en la
primera parte de este estudio- que el tema de la reforma del
régimen local fue uno de los principales polos de atraccién en
el debate politico y legislativo durante todo el siglo XIX,
llegéndose a elaborar decenas de proyectos de ley; también en
diversas acasiones, y por motivaos y con arientaciones muy
distintos, se ©propuso la modificacién de la divisién

provincial (2). La mayoria de estas propuestas compartian la

(1) La aplicacién de la divisién provincial de 1.833 en
Catalufia supone partir el Principado en cuatro provincias,
agrupandose en éstas los trece corregimientos en que
anteriormente se dividia, en los siguientes términos: la
provincia de Barcelona agrupa los antiguos corregimientos de
Barcelana, Manresa y Mataré, y parte de 1los de Vic,
Vilafranca, Gerona, Tarragona y Cervera; la provincia de
Gerona se forma con parte de los corregimintos de Gerona, Vic
y Puigcerdéd; la provincia de Lérida agrupa los corregimientos
de Lérida, Talarn y Valle de Arén, y parte de los de Puigcerda
~y Cervera; finamente, la provincia de Tarragona se forma en
base al corregimiento de Tortosa y parte de los de Tarragona y
Vilafranca. Asi se desprende del estudio de Amando Melén, "El

mapa prefectural de Espafia", paginas 24 y 25.

(2) Hay una relacidén muy completa de todas estos proyectos en

la obras de Adolfo Posada, “Evolucién legislativa ...".
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orientacién unitarista del modelo que estaba vigente. Hacia
finales del siglo XIX aparecen otras propuestas, de clara
orientacién federalista. En cualquier caso, un buen nimero de
estas propuestas seria formulado o impulsado desde Catalufia, o

provocado por el llamado "problema catalan".

Y es que uno de los principales elementos con los que
chocan las primeras propuestas de articulacién social,
cultural o institucional de Catalufia, es una organizacién
administrativa y politica de su territorio que es percibida
como alienante, y que por ello serd contestada desde 1a5v
posiciones catalanistas. Como veremos seguidamente, el
antiprovincialismo es un lugar comin de la cultura politica y

de gobierno de Catalufia,
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2,— LA ACTITUD DEL CATALANISHMO POLITICO, SU OPOSICION A LA
DIVISION PROVINCIAL

A partir de finales del segundo tercio del siglo XIX se
inicia el proceso de formulacién politica, cada vez més
precisa, de las aspiraciones catalanistas, y el régimen local
y la organizacién  territorial seran dos elementos
sistemdticamente presentes en 1las diversas propuestas de

autonomia o de independencia de Catalufia,

El primer texto politico que aporta el catalanismo para
una articulacién pluralista del Estado son las llamadas "Bases
de Almirall", de 1.868 (3); se trata de una propuesta de signo
claramente federalista y, por lo tanto, no es de extrafiar que
se defina de la competencia de los estados federados la
regulacién de su propia administracioén local; en este sentido,
el capitulo tercero de la parte tercera (sobre la Constitucien
del Estado de Catalufia), establece el principio representativo
en el goblerno de provincias y municipios, proclama el
objetivo de la descentralizacién administrativa, y prevé que
"leyes particulares (de Catalufia) determinarédn el ejercicio de
las funciones provinciales y municipales". Vemos, pués, como
desde el primer momento los planteamientos catalanistas
incluyen la reivindicacién de poder determinar auténomamente

el régimen y la organizacién local.

En este mismo sentido, el Proyecto de Constitucioén

Federal de 1.873 insiste en la linea de reconocer a los

(3) Su titulo exacto es "Bases para la Constitucién Federal de
la Nacién Espafiola y para 1la del Estado de Cataluila.
Observaciones sobre el modo de piantear la confederacién en

Espafia".

- 750 -



Estados federados la  capacidad de decidir su organizacién
territorial interna <{articulos 1 y 1002, y de regular el
régimen y funclones de sus municipios, a los que garantiza, en
sus articulos 106 y siguientes, autonomia y representatividad

4.

Ademas de esta reivindicacién genérica de poder
establecer una organizacién local propia, encontramos también
en los primeros pasos del catalanismo politico un explicito
rechazo de 1la divisién provincial, unido normalmente a la
reivindicacién de una divisién en comarcas o unidades
parecidas. Puede considerarse un precedente en este sentido el
hecho de que cuando se estructura, en 1.869, el Partido
Republicann Democrético Federal, entre el comité local y el
regional, la unidad intermedia que se adopta es la del partido
judicial, divisién mucho mAs préxima a la comarca que a la

provincia (5.

El Congreso regional-federalista de dos de mayo de 1.883

aprueba el llamado Proyecto de Constitucién para el Estado

(4) Proyecto de Constitucién federal de la Repidblica espafiola
de 1,873, Articulo 1, parrafo 29: "Los Estados podran
conservar las actuales provinclas o modificarlas, segin sus
necesidades territoriales". Articulo 100: "Los Estados
regularan a su arbitrio y bajo sus expensas, su organizacién

territorial®,

(5) Be trata del llamado "Pacte de Tortosa", suscrito por los
representantes de los Comités republicano-federalistas de
Aragén, Catalufia, Valencia y Baleares, De hecho, en este mismo
documento politico se emplea el +término “provincia" para
designar las unidades anteriores a la divisién de 1.833, es
decir, . Aragén, Catalufia y Valencia, ignordndose pues la

divisiéon de Javier de Burgos.
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Cataldn, que proclama en sus dos primeros articulos la
autonomia, soberania y unidad del territorio de Catalufia; en
sus articulos 99 a 105, este texto proclama la més Amplia
autonomia de los municipios, si bien ha incluido en el
articulo 56, entre las facultades de los poderes del Estado
Cataléan, las relativas a las cuestiones territoriales y a las
competencias entre municipiaos; asimismo, los articulos 104 y
105 de este proyecto contienen una expresa mencién de la
comarca cOmo circunscripcion electoral, Judicial y
administrativa, y como "érgano intermedio de comunicacién
entre los municipios y el Estado", lo cual excluiria

necesariamente la existencia de provincias (6).

El 17 de mayo de 1.883 el Consell elegido por el Congreso
Regional del Partido Republicano Federal firma un manifiesto
en el cual, entre otros puntos, se reclama la "desaparicién de
las cuatro actuales provinclas en que es dividida Catalufia, y
por consiguiente 1la desaparicién de entidades que por
artificiosas que sean cuentan con largos afios de existencia,
gracias a lo cual se han coreado muchos intereses a su sombra

(7). La misma critica contra la divisién provincial aparece

(6) Proyecto de Constitucién para el Estado cataldn de 1.883.
Articulo 104: "En tanto que érgano intermedio de comunicacién
entre los Municipios y el Estado regional, y a los efectos
previstos en los articulos 58 y 59 (de caracter electoral) y
los administrativos y judiciales que las leyes prescriban,
habréd la comarca o circunscripcién'. Articule 105: "La ley
determinard 1la extensién y limites de estas comarcas,
procurando restablecer las antiguas catalanas, y atendiendo
para formarlas las condicliones geograficas, la comunidad de
intereses y afinidades histéricas de los municipios que hayan

de constituirlas y previa consulta de éstos".

(7 J.A. Gonzélez Casanaova, "Federalisme i autonomia a .../..
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en el llamado Memorial de Greuges, de 1.885: "al empezar el
periodo constitucional se conservaba todavia la forma de las
personalidades regionales, pues que en lo administrativo y aun
en mucho de lo politico las regiones histéricas formaban
entidades distintas, y hoy estan trituradas por una divisién
en provincias, arbitraria y sin fundamento alguno histérico ni

de intereses" (8).

En el mismo sentido de los precedentes citados, las Bases
de MHanresa, de 1,892, probablemente el documento cumbre del
catalanismo politico del XIX, dispone que Yla division
territorial sobre la que se desarrolla la gradacidén jerarquica
de los poderes gubernativos, administrativos y Jjudiciales,
tendra por fundamento a la comarca natural y al municipio®
(Base quinta). Por su parte, la Base décima establece que
"se reconocerd a la comarca natural la mayor latitud posible
de atribuciones administrativas para el gobierno de sus
intereses y la satisfacclén de sus necesidades. En cada
comarca se organizard un consejo nombrade por los municipios
de la misma, el cudl ejercerd las cltadas atribuciones". De
este modo, vemos que no s6lo se pretende sustituir la
provincia por la comarca como divisién interior de Catalufia,
sino que ademés este significative proyecto catalanista da a
la comarca contenido de ente territorial, dotado de capacidad

y representatividad propias. Ademis, este documento reivindica

o/, Catalunya (1.868-1.938)", paginas 481 y 482.

(8) Concretamente, este documento se llama "Memoria en defensa
de los intereses morales y materiales de Catalufia", redactada
en febrero de 1.885. Estd reproducido en la obra ya citada de
Gonzalez Casanova, "Federalisme ‘i autonomia ...", paginas 494
y siguilentes. La cita que se transcribe se halla en la pagina
507,
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claramente  para  Catalufia potestad para regular las
caracteristicas de su organizacion interna, incluyendo

aobviamente a la administracién local (Base sexta) (9).

Ya en el siglo XX, la Mancomunidad de Prat de la Riba,
negociada por las corrientes posibilistas del nacionalismo
catalan (10), vendria a suponer un cierto reconocimiento de la
unidad politica y administrativa de Catalufia, y seria al mismo
tiempo una plataforma importante para presionar en demanda de
nuevas cotas de autonomia. En lo que a divisién territorial se
refiere, la Mancomunidad nace de las cuatro provincias, de
modo que éstas, ademwhs de pleno reconocimiento, tienen una
sustantividad superior incluso a la de la misma Mancomunidad.
Sin embargo, a pesar de esta limltacién formal de partida, y
coherente con la ‘tradiclén catalanista, la HMancomunidad
presionarad constantemente para un reconocimiento mds explicito
de la unidad politica y administrativa de Catalufia y, con
ello, de una capacidad para organizar autonomamente su

territorio.

Hay dos documentos elaborados por la propia Mancomunidad
que son muy representativos de lo que se apunta. Por una
parte, en las "Bases para la autonomia de Catalufia", mensaje
que el gobierno catalan envia al del Estado en 1.918, se
propone reservar a favor de las instituciones catalanas plena
autonomia para resolver las cuestiones relativas a su régimen

local y organizacién territorial. Mas explicita es la

(9) En cuanto a los municipios, la Base 11 dispone que "se
concederédn al municipio todas las atribuciones que necesita

para el cuidado de sus intereses propios y exclusivos".
(10) Para un estudio mas detallado de este praceso me remito

al trabajo de Miguel HMarafién Barrio, "La Solidaridad catalana

ante los ensayos de reforma local de Maura".
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propuesta de Estatuto de Autonomia, aprobada por la Asamblea
de la Mancomunidad en enero de 1,919, que en su articulo 62-b)
reserva para las instituciones auténomas la regulacion del
régimen de los municipios y las provincias, incluyendo
formalmente la “"facultad de modificar el nimero y la

demarcaclén de éstas".

Este mismo  interés en organizar el  territorio
 auténomamente, y de poder implantar una divisién distinta a la
provincial, se traduce también en la préctica de gobierno de
la ¥ancomunidad, que tiende a crear divisiones especificas
para la prestacion de algunos de sus serviclos. Es el caso,
por ejemplo, de los servicios de Accién Social Agraria, que se
organizan territorialmente en base a una estructura comarcal,

segin un mapa elaborado por JOSEP M2 RENDE, con 38 comarcas.

Este afédn de la Mancomunidad, de que las instituciones
auténomas puedan establecer una organizacién territorial de
Catalufia distinta a 1la provincial, llega a tener un cierto
reconocimiento politico por parte de los poderes centrales del
Estado, tal como podemos deducir del Proyecto de Autonomia
presentado por el Gobierno a las Cortes el 20 de enero de
1,919, y que no llegaria a ser aprobado por el Congreso. La
Base 22, articulo sexto, de este Proyecto atribuye a la
Diputacién regional competencias para "seflalar, dentro del
territorio de la Regién, las demarcaciones y divisiones para
los distintos servicios que le quedan atribuidos"; este mismo
precepto asigna a los o6rganos regionales diversas facultades
que tenia atribuidas el Ministerioc de Gobernacién, en relacién
con el régimen municipal., Con todao, estas competencias de las
instituciones auténomas catalanas en materia de régimen local
y organizacién territorial tenian un alcance muy limitado,
pues no se les reconoce competencia para regular el régimen
local, ni pueden llegar a alterar la divisién provincial, que

se mantiene a todos los efectos:
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Otro documento importante en la historia del nacionalismo
catalan, en este caso radical, es el Proyecto de Constitucién
Provisional de la Repdblica Catalana, elaborado en 1.928 por
la Asamblea de las delegaciones del separatismo catalén,
reunida en La Habana. El articulo séptimo de este Proyecto
dispone claramente la abolicién de la divisién provincial y el
"restablecimiento” de "las divisiones naturales de reunién de
municipios auténomos en comarcas histéricas"; llega incluso a
enumerar una relacién de 40 comarcas, aunque sin precisar sus
limites, y en sus articulos 90 a 96 define a la comarca como
ente territorial dotado de personalidad juridica y autonomia

(1.

A la vista de los precedentes citados, resulta evidente

la presencia ya en los primeros textos del catalanismo

(11) Este Proyecto desciende al detalle de definir actividades
que debe desarrollar la comarca. Asi, el articulo 91 establece
que "los consejos comarcales estudiaran los asuntos y
problemas propios de la comarca; ... organizarédn todo lo que
crean conveniente para el progresa de la produccién y de la
vida en cada comarca ... En una palabra, el consejo comarcal
vendrd a fortalecer el conocimiento, las relaciones y la
identificacién de los municipios de cada comarca, y vendra a
ser el nexo patridético de mayor eficacia". Por su parte, el
articulo 95 dispone que "en cada capital de comarca, el
Consejo creard el Museo y la Biblioteca comarcales; y en los
puntos de cada comarca que estime mAs oportuno, establecera
una o varias escuelas técnicas de artes y oficios,
agricultura, comercic u otras materias de interés preferente
para la comarca. El Consejo organizard ademids cursos
ambulantes de conferencias, pablicas y gratuitas, a cargo de
técnicos, sobre asuntos vagricolas, industriales,
aprovechamiento de recursos naturales, historia patria, arte y

cultura general",
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politico de un afan de poder regular desde Catalufia el
correspondiente régimen local y, especialmente, de la
reivindicacién de una divisién territorial propia distinta de
la provincial. Esta reivindicacién se traduce inevitablemente
en propuestas de precisién juridica creciente, paralelas
asimismo a los avances en las formulaciones doctrinales y

cientificas.

Efectivamente, 1la preocupacién por 1la organizacién
territorial no es exclusiva de los debates politicos, siendo
compartida desde mediados del siglo XIX por el mundo de la
cultura. El renacimiento catalan, "la Renaixanga", movimiento
sociocultural que lleva el gérmen de los planteamlentos
politicos del  nacionalismo catalanista, serd de wuna
trascendencia decisiva en la formulacién de la divisién

territorial de Cataluiia.

Aparte de la voluntad de conocer el propio pais, la
Renaixanga planteard4d también las primeras criticas a la
divisién provincial, a la que acusa de ser profundamente
extrafia y de pretender quebrar la unidad de Catalufia, que es
precisamente lo que se trata de redescubrir y articular. A
estos planteamientos propios de la Renaixanga (investigacién
de las tradiciones populares, atraccién por el conocimiento de
la realidad del pais, oposicién a toda intervencién external,
hay que afiadir un dato de naturaleza cilentifica de
considerable importancia en lo que a nuestro tema se refiere:
la recepcién en Catalufla de las ensefianzas de la escuela
videliana del paosibilismo geografico francés (12)., Todo ello

contribuird a generalizar en los medios intelectuales y

(12) Asl lo sefilala LLuis Casassas 1 Simé en "Pau Vila en
l'evolucié de la geografia catalana", que es el préloga al
volumen "La divisidé territorial de Catalunya. Seleccid

d'escrits de geografia de Pau Vila", pagina 17.
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